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La necesidad de profundizar en la situación de las mujeres que, desde otros 
países, llegan a nuestro territorio para realizar trabajos temporales en la 
recogida de frutos es ineludible. La COVID-19 ha puesto de manifiesto, ade-
más, la gran importancia de las actividades de primera necesidad para el 
sostenimiento del sistema. Sin embargo, las condiciones en las que se rea-
liza tan importante labor son, por lo general y cuanto menos, precarias. 

Si bien la explotación laboral es generalizada en el sector de la agricultura, 
las condiciones se exacerban cuando se trata de personas migrantes. Los 
derechos humanos se ven afectados de manera frontal al desproveer a es-
tas personas de un salario adecuado, una contratación regular y, además, 
una vivienda digna. La cohabitación en asentamientos al margen de la so-
ciedad y en condiciones insalubres son una realidad imperante en los mu-
nicipios cercanos a las explotaciones agrarias cuando se trata de personas 
que permanecen en España en situación irregular. 

A todo este escenario de profundas violaciones de derechos humanos hay 
que sumar un factor esencial: la discriminación por motivos de género y, en 
algunos casos, la violencia basada en el género. Cuando se trata de mujeres 
migrantes las violaciones de derechos humanos se multiplican, pues es-
tas son receptoras también de discriminación por motivos de género. Como 
indica el artículo 11 de la CEDAW, los Estados (entre ellos, España) deben 
adoptar medidas para eliminar cualquier discriminación que se produzca 
contra las mujeres de manera indiscriminada en la esfera laboral. 

El presente informe es un estudio de naturaleza cualitativa sobre los Dere-
chos Humanos de las mujeres migrantes temporeras en Andalucía. Su ela-
boración ha partido de un equipo investigador multidisciplinar y de un nece-
sario enfoque feminista. Poner el foco de atención en lo que le sucede a las 
mujeres es la esencia del método feminista, y este ha sido el hilo conductor 
de todo el informe. Para su realización hemos contado con una multitud de 
fuentes: primarias y secundarias. 
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Además, es necesario profundizar en las denuncias de las temporeras de los 
frutos rojos en Huelva relativas a explotación sexual, violaciones y abusos 
que han saltado a la luz en los últimos años. En el año 2017, temporeras ma-
rroquíes contratadas en origen y desplazadas a Huelva denunciaron a la em-
presa Doñana 1998 SL por impago, malas condiciones laborales, negación el 
acceso a la salud, abusos y agresiones sexuales, sin que se haya producido 
una investigación judicial sobre el asunto y habiéndose iniciado varios proce-
dimientos en los órganos de tratados de derechos humanos de las Naciones 
Unidas. En el año 2018 se interpusieron otras denuncias en el mismo sentido. 
Si bien la Junta de Andalucía y el sector consensuaron un nuevo protocolo de 
actuación, queda por estudiar de manera profunda la responsabilidad por los 
hechos ya acaecidos y la propia efectividad de las medidas. 

A la situación de Huelva, hay que sumar el estudio de un contexto similar en 
otros lugares de Andalucía. Además, la situación de emergencia ocasionada 
con la COVID-19 y las consecuencias que esto ha tenido en las temporeras 
deben ser igualmente reseñadas. Los cambios en la contratación en origen, 
la posible afectación en las condiciones de vida durante el confinamiento y el 
acceso a las ayudas al empleo por parte de las temporeras durante el Estado 
de Alarma serán igualmente objeto de examen.

“Cuando se trata de mujeres migrantes las viola-
ciones de derechos humanos se multiplican, al ser 
receptoras también de discriminación por motivos 
de género”.
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“la agricultura mundial responde a patrones mar-
cados por el sistema desigual, en el que las muje-
res trabajan la tierra pero no obtienen iguales be-
neficios y derechos que los hombres”. 

En el punto V del Informe se analiza la situación concreta de las temporeras 
en el campo andaluz, atendiendo a dos cuestiones clave: cómo es el proceso 
de contratación en origen de estas mujeres y cómo son las condiciones labo-
rales del trabajo que realizan. En la primera de las cuestiones es fundamen-
tal preguntarnos cómo es el modelo de contratación en origen que avalan el 
Gobierno español y la Unión Europea. En el segundo punto, nos detendremos 
en el análisis de las condiciones de trabajo, incluyendo, entre otros, el salario 
y la vivienda que éstas habitan durante su estancia en España. En el punto 
VI se realiza un seguimiento de la situación desatada en la campaña de los 
frutos rojos de Huelva del año 2017, en el que saltaron a la luz acusaciones 
de violencia sexual hacia las mujeres migrantes temporeras que realizaban 
su trabajo en la recogida de frutos. El informe se detiene a analizar qué ha 
sucedido hasta el momento presente con estas denuncias y qué medidas, en 
su caso, se han implementado para prevenir la repetición de estos graves 
delitos de violencia basada en el género en los campos de fresa.

El punto VII del estudio analiza pormenorizadamente todas las vulneraciones 
de Derechos Humanos que, vista toda la investigación realizada, sufren las 
mujeres migrantes temporeras cuando se desplazan a Andalucía para traba-
jar la tierra y cosechar los frutos que se consumen con intensidad en todos los 
lugares de Europa.

La investigación finaliza con las conclusiones alcanzadas y las propuestas 
que deberían llevar a la agricultura española y europea a una transforma-
ción en pro de los Derechos Humanos de las mujeres y, en general, de quie-
nes realizan la ardua labor de proporcionarnos los frutos que, al fin y al cabo, 
garantizan algo tan esencial como la alimentación de las personas.



II. METODOLOGÍA
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El presente informe es un estudio de naturaleza cualitativa sobre los Dere-
chos Humanos de las mujeres migrantes temporeras en Andalucía. Su ela-
boración ha partido de un equipo investigador multidisciplinar y de un nece-
sario enfoque feminista. Poner el foco de atención en lo que le sucede a las 
mujeres es la esencia del método feminista, y este ha sido el hilo conductor 
de todo el informe. Para su realización hemos contado con una multitud de 
fuentes: primarias y secundarias. 

Las fuentes primarias han sido de dos tipos: por un lado todas las personas y 
agrupaciones de personas, entidades públicas y privadas que han sido entre-
vistadas y/o consultadas a lo largo del proceso. Por otro, las normas nacio-
nales e internacionales, así como sentencias y pronunciamientos judiciales, 
que se conectan con esta problemática, y que han sido objeto de estudio a lo 
largo del informe. En cuanto a las fuentes secundarias, estas las constituye 
la literatura especializada consultada y otros documentos públicos de inte-
rés para el estudio, así como las noticias aparecidas en medios de comunica-
ción. Es necesario destacar aquí el Resumen Ejecutivo sobre las “Temporeras 
marroquíes en la agricultura onubense” que publica la Organización Women 
‘s Link en 2019. Dicha publicación constituye un excelente punto de partida 
para comprender la problemática y, de esta manera, ampliar, actualizar y 
continuar la investigación sobre los Derechos Humanos de las temporeras.

El informe que hemos realizado parte de una perspectiva jurídico-interna-
cional, basada en el estudio del Derecho Internacional de los Derechos Hu-
manos aplicado al caso concreto de las temporeras. Los Derechos Humanos 
son normas universales de obligado cumplimiento para los Estados, pero 
cuyos titulares son las personas. Por eso es importante revisar la correla-
ción entre las obligaciones del Estado y las vulneraciones a los Derechos 
Humanos de las mujeres migrantes temporeras. Además, otra importante 
metodología utilizada ha sido la realización de entrevistas. Partiendo de la 
identificación previa de los actores clave en la cuestión (temporeras, me-
diadoras, académicas, ONG´s y movimientos sociales, sindicatos, patronales, 
agencias y entidades públicas españolas) realizando las entrevistas presen-
ciales y vía online.
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Una de las particularidades del informe es el hecho de incluir la visión del 
fenómeno desde del tejido social de Marruecos. En este sentido se inclu-
yen entrevistas realizadas a representantes de de la sociedad civil marroquí 
como la Unión de Acción Feminista (UAF), o la Coalición ISRAR para la Igual-
dad y el Empoderamiento. La organización UAF es miembro de la Instancia 
de Coordinación Nacional de Asociaciones por los Derechos de las Mujeres 
en Marruecos, la cual presentó un Memorándum de recomendaciones para 
la mejora de la situación de las temporeras. Las conclusiones de este docu-
mento se analizan en el presente informe, como parte de esa intención de vi-
sibilizar la posición de la sociedad civil del país de origen de las temporeras.
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TABLA 1: Datos sobre las entrevistas a ENTIDADES E INSTITUCIONES consultadas

WerĮl Entidad/org Nombre Fecha 
entrevista

Modalidad
de entrevista

ENTIDADES SOCIALES

Activista Mujeres 24H Ángels Escrivá 16-02-21 Presencial.
Facultad CCTT

ONG Huelva Acoge  17-03-21 Telefónica

ONG MZC Huelva Ana Martín 23-03-21 Presencial. 
Of. MZC 
Huelva

Activista, 
sindicalista

JHL Ana Pinto 25-03-21 Online. 
(Meet)

ENTIDADES SOCIALES EN MARRUECOS

Activista Acción Unión 
Femenina (UAF)

Fatima  
El Maghnaoui

06-03-2021 Online. (Meet)

Coordinadora 
de proyectos

Coalición ISRAR por la  
Igualdad y el Empowerment Houda 

Benmbarek
16-02-2021 Telefónica

SECTOR PRODUCTIVO

Encargada de Finca  Efstathia Vlachou 23-03-21 Telefónica

Trabajadoras 
temporeras

(ver Tabla desglosada abajo) Febrero/
Marzo
 2021

Telefónica

MEDIOS DE COMUNICACIÓN

Periodista activista La Mar de Onuba Perico Echevarría 26-03-21 Telefónica

INSTITUCIONES

Consejero de Trabajo Embajada de 
España en 
Marruecos

Fermín Yébenes 19-03-21 Telefónica

1 https://docs.euromedwomen.foundation/files/ermwf-news/8393_memofran%C3%A7ais.pdf

https://docs.euromedwomen.foundation/files/ermwf-news/8393_memofran%C3%A7ais.pdf
https://docs.euromedwomen.foundation/files/ermwf-news/8393_memofran%C3%A7ais.pdf
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TABLA 2: Datos sobre las Temporeras entrevistadas

Nº Edad Estado
civil

H/jos/as Nivel 
educativo

Localidad Campaña (s) 
y duración

1 40 Casada 3 Analfabeta Mehmiya 2009- 3 meses.
     2019- < 1 mes. 

2. 44 Casada 4 2º curso
escolar

Tereza 2018-20 días
2019-3 meses

3. 28 Madre  
soltera

1 Ed. Primaria Lalla  
mimouna

2018-1 mes
2019-1 mes

4. 34 Casada 5 Analfabeta Sidi Slimane 2018-1 mes
2019- 3 meses

5 30 Viuda 2 Analfabeta Ouald  
Mesbah

2017-1 mes  
 y 20 días

Además, en relación a la metodología es necesario destacar dos aspectos. En 
primer lugar, nuestro objeto de estudio: rechazando cualquier punto de parti-
da esencialista, la presente investigación se refiere a las “mujeres migrantes 
temporeras en Andalucía” que son contratadas en origen en cada campaña 
de recogida de frutos, especialmente, en la presente campaña de 2021. Así, 
es necesario puntualizar que no todas las temporeras que trabajan en el 
campo andaluz son migrantes. Ni tampoco todas las temporeras migrantes 
se desplazan a España en el marco de las contrataciones en origen. 

En este sentido, es bien sabido que hay otro grupo de mujeres migrantes que 
realizan trabajos esenciales en el campo andaluz sin el amparo de ningún 
programa de contratación, en situación de irregularidad administrativa. Un 
análisis en profundidad de la grave situación humanitaria y social que sufre 
este colectivo es necesario y urgente, y, ante todo, exige un tratamiento se-
parado que no hemos podido abarcar en el presente informe. Cuando hemos 
atendido a la situación concreta de estas mujeres así lo hemos referenciado, 
de lo contrario nos referimos a las mujeres migrantes temporeras contrata-
das en origen de la campaña de 2021.
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El segundo aspecto a reseñar es la situación de “Estado de alarma” continua-
do en el primer trimestre de 2021 en España, durante el cual se ha realizado 
este informe. La situación de pandemia y restricción ha afectado a la investi-
gación reduciendo la movilidad y posibilidades de realizar estudios de cam-
po y entrevistas en otros lugares de Andalucía. Por este motivo, es nuestro 
deseo permanecer activas en el trabajo de investigación sobre este asunto 
para poder ampliar sus horizontes en el futuro.

 



III. LAS MUJERES 
EN LA AGRICULTURA

UNA BRECHA GLOBAL
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En todos los lugares del planeta, las mujeres sostienen las economías loca-
les a través del trabajo agrario. Ellas son un alto porcentaje de las agriculto-
ras que proveen de alimento al mundo entero, representando la mitad de la 
fuerza de trabajo en países de desarrollo. Sin embargo, sólo poseen un 18% 
de la tierra1. 

El porcentaje es aún menor si nos detenemos en quiénes ejercen la jefatura 
en las producciones agrícolas (5%). Los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS), adoptados para la consecución de la Agenda 2030, reconocen la im-
portante labor de las mujeres en la agricultura y el desarrollo de las econo-
mías locales. Dentro del Objetivo nº 5 “Lograr la igualdad entre los géneros 
y empoderar a todas las mujeres y las niñas” se incluyen dos indicadores de 
especial relevancia para esta cuestión:

5.a.1 (a) Porcentaje del total de la población agrícola con derechos de propie-

dad o derechos seguros sobre las tierras agrícolas; y (b) proporción de muje-

res entre los propietarios de tierras agrícolas, o titulares de derechos sobre 

tierras agrícolas, desglosada por tipo de tenencia.

5.a.2 Porcentaje de países en que el ordenamiento jurídico (incluido el dere-

cho consuetudinario) garantiza la igualdad de derechos de la mujer a la pro-

piedad y/o el control de la tierra.

El primero de los indicadores, tiene como finalidad que los Estados empren-
dan reformas para dar a las mujeres los mismos derechos sobre los recur-
sos económicos, así como el acceso a la propiedad y el control de la tierra y 
otras formas de propiedad, servicios financieros, herencias y recursos natu-
rales, de conformidad con las leyes nacionales. El indicador 5.a.2 vigila que 
las mujeres tengan iguales condiciones para acceder y controlar la tierra de 
manera efectiva. Sin embargo, una primera aproximación realizada por la 
FAO determina que muchos de los ordenamientos jurídicos no brindan sufi-
cientes garantías para ello. Aún se necesitan avances sustanciales tanto en 

1 Estado Dundial de la Agricultura y la Alimentación. Las mujeres en la agricultura. Cerrar la brecha de 
género en aras del desarrollo, 2Ϭ1ϬͲ2Ϭ11. &AK.

http://www.fao.org/sustainable-development-goals/indicators/5.a.1/en/
http://www.fao.org/sustainable-development-goals/indicators/5.a.1/en/
http://www.fao.org/sustainable-development-goals/indicators/5.a.1/en/
http://www.fao.org/sustainable-development-goals/indicators/5.a.1/en/
http://www.fao.org/sustainable-development-goals/indicators/5.a.2/en/
http://www.fao.org/sustainable-development-goals/indicators/5.a.2/en/
http://www.fao.org/sustainable-development-goals/indicators/5.a.2/en/
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la formulación como en la aplicación de la ley para hacer realidad los dere-
chos de las mujeres a la tierra.

Además de existir una brecha evidente en la propiedad y control de la tierra, 
como agricultoras y jornaleras las mujeres realizan en ocasiones trabajos 
no remunerados en explotaciones familiares, y en otros casos realizan el 
mismo trabajo que los hombres obteniendo una remuneración inferior2, fre-
cuentemente por debajo del salario medio agrícola.

Al margen de la situación en los países en desarrollo, es oportuno considerar 
que las agriculturas de los países del primer mundo adolecen de la misma 
brecha de género que el resto de Estados. Las mujeres españolas ostentan 
tan sólo un 30% de la propiedad de las explotaciones agrícolas, sin embargo 
cada vez son más las mujeres que deciden emprender en este sector, alcan-
zando la cifra del 54% del total3. 

En los países del primer mundo, las explotaciones agrarias, tradicionalmen-
te, se han valido de mano de obra barata para sacar adelante sus produccio-
nes, siendo las personas inmigrantes una población susceptible de contrata-
ción en condiciones más que precarias. La vulnerabilidad ocasionada por la 
situación irregular administrativa y la falta de un contrato escrito, desprovee 
a este colectivo de las mínimas garantías y derechos en el desempeño de tan 
esencial trabajo.

Si a la condición de migrante sumamos la de mujer, hemos de ser conscien-
tes de que se producen vulneraciones de derechos laborales y de derechos 
humanos específicos. Los estereotipos de división sexual del trabajo y la per-
cepción y realidad sociales de las mujeres en los países de origen y de des-
tino provocan situaciones de profunda discriminación. 

2 /bşdem.
3 La mujer rural, https://www.lamujerrural.es/labrando-desde-la-raiz. 

https://www.lamujerrural.es/labrando-desde-la-raiz/
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La feminización de la pobreza es otro de los factores de riesgo que enfrentan 
las mujeres. Mientras que ellas son clave para la producción alimentaria en 
todo el planeta (produciendo cerca del 80% del total de alimentos), las con-
diciones en las que muchas desempeñan su trabajo en la agricultura no les 
permite salir del círculo de la pobreza y la discriminación. Además, en oca-
siones obtener un salario no significa disponer de él, o tener el control sobre 
el mismo. Las estructuras patriarcales tradicionales ponen a las mujeres en 
situación de riesgo, e impiden un desarrollo personal y profesional adecua-
do, así como la tan necesaria autonomía económica.



IV. SITUACIÓN DE LAS 
TEMPORERAS EN ORIGEN
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En 2001 el Gobierno español realiza un Acuerdo negociado con Marruecos 
para las contrataciones en origen de mujeres marroquíes para el trabajo de 
recogida de frutos rojos en Huelva. El acuerdo adquiere proporciones impor-
tantes principalmente a partir del año 2007 y alcanza casi 20.000 mujeres 
desplazadas en el año 2019. En esta campaña 2021 empañada por la co-
vid-19, un total de 11.833 temporeras marroquíes se encuentran actualmen-
te en Huelva, representando un 93% del total de mujeres contratadas para la 
campaña (12.725 en total). Quedan aún 892 mujeres por llegar4.

Según fuentes de la Embajada de España en Marruecos, la campaña 
2020/2021 ha estado marcada por operaciones excepcionales dado que el 
tráfico marítimo marroquí estaba cerrado:

“El reto este año ha sido conseguir 25 viajes en barco que vayan ex profeso 
para trabajar en esta campaña 2021. Se logró llevar 3 barcos exclusivos de 
700 (temporeras) cada uno hacia Huelva. El 28 de diciembre salió el primer 
barco, un barco por semana en enero…en febrero…dos barcos por sema-
na…en marzo..dos barcos por semana…En años previos viajaban 100 al 
día, o 50, en diferentes barcos…Ha sido una odisea. Se han hecho todas las 
personas tests Pcr, algunos dieron positivo ya con el visado en la mano..
aunque no tenían síntomas…Y se les ha podido rescatar después cuando 
ya dieron negativo…”

Fermín Yébenes, Consejero de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en 
Marruecos -Embajada de España en Marruecos. Entrevista Marzo 2021.

En 2020, las temporeras no pudieron volver a Marruecos debido a las res-
tricciones impuestas por la pandemia, y muchas ya no tenían trabajo en las 
campañas, lo que las colocó en una situación de vulnerabilidad extrema: 

“Yo (Consejero de Trabajo) pude salir del país (Marruecos) a final de Junio, 
y visité el campo de Huelva…Salí casi llorando. Las mujeres sin trabajo, en 

4 https://www.yabiladi.com/articles/details/108053/espagne-saisonnieres-marocaines-presentes-huelva.html

https://www.yabiladi.com/articles/details/108053/espagne-saisonnieres-marocaines-presentes-huelva.html
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mitad de la nada…la campaña se había acabado, las empresas se habían ido, 
y ellas se estaban gastando parte de sus ahorros en el alojamiento…”

Consejero de Trabajo, Fermín Y. Entrevista Marzo 2021.

“Cuando se cerraron las fronteras de Marruecos, 8000 temporeras no pudie-
ron viajar de vuelta a España en Marzo…entonces las 7000 temporeras que 
estaban en España hicieron horas extra y se quedaron Marzo, Abril, Mayo... 
Pero después, al tener Marruecos cerrado el tráfico marítimo, las mujeres no 
podían volver en Julio… y ya no tenían trabajo…(..) Conseguimos finalmente 
que Marruecos pusiera barcos para traerlas de vuelta..”

Fermín Yébenes, Consejero de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en 
Marruecos -Embajada de España en Marruecos. Entrevista Marzo 2021.

Los factores desencadenantes de las condiciones de la migración de las tem-
poreras pueden encontrarse en las situaciones vividas por estas mujeres en 
su país de origen, en un contexto discriminatorio tanto a nivel económico, 
como social y político en Marruecos, como analizamos a continuación.

Las mujeres representan la mitad de la sociedad marroquí (50,3%) con 17,9 
millones (CERED, 2019)5 y sólo el 20% de ellas se encuentra dentro de la po-
blación activa. El 60% de las mujeres ocupadas trabajan además en sectores 
altamente precarizados como es el agrícola, forestal y pesquero: el 73,6% 
de estos trabajos son carentes de remuneración y el 81,6% no proporcionan 
ninguna cobertura médica6. La proporción de mujeres empleadas sin contra-
to se sitúa en el 43,2% frente al 58,2% de los hombres. Cabe señalar que la 
mayoría de las mujeres se dedican a actividades que no requieren estudios o 
cualificaciones que implican peores condiciones laborales7.
 
Los salarios bajos tocan alrededor del 27% de las mujeres, en comparación 

5 Datos del Centro de Estudios e Investigaciones Demográficas (CERED)

6 La mujer marroquí y los objetivos de desarrollo del milenio Mohamed Laghdas BARATARIA. Revista Castella-
no-Manchega de Ciencias Sociales, Nº 22, pp. 67-80, 2017, ISSN: 1575-0825 70.
7Ibid 
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con el 18% de los hombres, lo cual no favorece la posibilidad de ahorros y el 
acceso a recursos. Además, la precariedad económica de las mujeres tam-
bién se ve agravada por su sobrerrepresentación entre la población desem-
pleada, en particular entre las personas con mayor nivel educativo, con un 
33% de desempleo entre las mujeres con formación universitaria. Entre las 
mujeres jóvenes de 15 a 24 años, el 44% no se encuentran incluidas ni en el 
sistema educativo ni en el mercado laboral8.En 2020, la proporción de muje-
res adultas (de 25 años o más) sin estudios se estima en 52,9%.

La tasa media de desempleo de las mujeres ha tenido una tendencia a la baja 
en los últimos tres años, pasando del 14,7% al 13,5% entre 2017 y 2019 pero 
ha aumentado en 2,7 puntos en 2020 bajo el efecto combinado de pandemia 
y la sequía como efecto del cambio climático en la región (ascendiendo del 
2,7% al 3,9% en zonas rurales y del 21,8% al 24,7% en zonas urbanas)9. 
Casi la mitad (47,3%) de las mujeres marroquíes ocupadas trabajan como 
asalariadas (51,7% para los hombres), y un 17,7% son autónomas -39,8% 
para el caso de los varones. Destacar también que el 35% tienen trabajos no 
remunerados frente al 8,6% de los hombres10. 

La Constitución marrquí de 2011 establece en su Artículo 19 la paridad en-
tre los sexos, y esto generó una gran expectación de mejoras en la sociedad 
marroquí. Sin embargo, poco después, con la victoria electoral del partido 
islamista Partido Justicia y Democracia (PJD) en las dos últimas elecciones 
en Marruecos: en 2011 y posteriormente en 2016, este empieza a llevar a 
cabo un programa profundamente conservador en los social, que ha puesto 
en jaque los avances de las organizaciones por los derechos de las mujeres. 

Desde 2016, el PJD ha comenzado a gobernar en una coalición con otros 
partidos, pero lidera el Ministerio vinculado a los derechos de las mujeres, el 
“Ministerio de Solidaridad, Desarrollo Social y de Igualdad de la Familia”11.

8 Informe ICEX Marruecos 2020.
9 https://www.hcp.ma/Note-d-information-du-Haut-Commissariat-au-Plan-a-l-occasion-de-la-journee-internationale-des-
femmes-du-8-mars-2021_a2670.html

10 https://www.hcp.ma/Note-d-information-du-Haut-Commissariat-au-Plan-a-l-occasion-de-la-journee-Ibid

11 Entrevista a Fatima Outabled (miembro de UAF) realizada por Violeta D. y publicada en la revista https://conlaa.
com/fatima-outaleb-activista-de-la-union-de-accion-feminista-organizacion-pionera-de-marruecos/

https://www.hcp.ma/Note-d-information-du-Haut-Commissariat-au-Plan-a-l-occasion-de-la-journee-internationale-des-femmes-du-8-mars-2021_a2670.html
https://www.hcp.ma/Note-d-information-du-Haut-Commissariat-au-Plan-a-l-occasion-de-la-journee-internationale-des-femmes-du-8-mars-2021_a2670.html
https://www.hcp.ma/Note-d-information-du-Haut-Commissariat-au-Plan-a-l-occasion-de-la-journee-internationale-des-femmes-du-8-mars-2021_a2670.html
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Este contexto supone un freno al impulso que en las últimas décadas había 
mostrado el movimiento de las organizaciones por los derechos de las muje-
res en Marruecos. Este movimiento ha dado como frutos importantes refor-
mas y avances. Uno de los hitos más importantes fue la reforma del Código 
de Familia (o Moudawana) de 1993, tras una campaña en la que se obtuvo el 
famoso “Millón de firmas” y, posteriormente, con nuevas reformas en el año 
2003. Este proceso supuso avances como el derecho al divorcio judicial, la 
prohibición del matrimonio de menores o la desaparición del “tutor masculi-
no” como figura obligada para el ejercicio de determinados derechos de las 
mujeres.

La coronación de estos avances se considera la Constitución del 2011, apro-
bada en referéndum con el telón de fondo de los movimientos de la “Prima-
vera Árabe” y que establece que los hombres y mujeres disfrutan de los mis-
mos derechos y libertades civiles, políticas, económicas, culturales, sociales 
y medioambientales y, garantiza la obligación de velar por la igualdad.Una 
de las cuestiones incluidas en la Constitución de 2011 es la creación de una 
instancia que coordine las reformas para alcanzar la mencionada paridad. 
Sin embargo este proceso está por el momento bloqueado12.

Organizaciones por los derechos de las mujeres como la UAF (Unión de Acción 
Feminista) demandan coherencia al gobierno para que se alinee y cumpla, no 
sólo lo establecido en la Constitución del 2011, sino con los compromisos 
que Marruecos ha ido adquiriendo a nivel internacional: desde la Plataforma 
de Acción de Beijing en 1995 a la ratificación de la Convención sobre la Elimi-
nación de Todas las Formas de Discriminación de la Mujer (CEDAW). Así, se-
gún denuncian muchas organizaciones y los informes de instituciones como 
IEMed o Amnistía Internacional, existe una tendencia regresiva en materia de 
derechos y las mujeres se enfrentan a una sistemática discriminación.

12 Ibid
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Respecto a la participación política de las mujeres, la nueva Constitución es-
tablece en su artículo 154 que “los servicios políticos se organizan sobre la 
base del acceso igual de las ciudadanas y de los ciudadanos.” Por su parte, 
la Ley Orgánica nº 27-11 de 2011 estableció la aplicación del principio de 
discriminación positiva, con cuotas del 15% para las mujeres en el Parla-
mento. El número de mujeres electas en las elecciones de 2011 llegó a 67 
parlamentarias, implicando un 17%, de los escaños, tasa inferior a la media 
a escala mundial del 20,3% (Sahuquillo, 2013). En las elecciones municipales 
y regionales de septiembre de 2015, el porcentaje de mujeres candidatas es 
del 21,64%13. Por lo tanto, puede decirse que la participación en los espacios 
políticos es débil, tanto a nivel local como nacional.

Respecto a la violencia de género, existe una ley contra la violencia denomi-
nada 103-13, aprobada por el actual gobierno del PJD y en vigor desde el año 
2019. Sin embargo, según la “Segunda Encuesta Nacional de Prevalencia so-
bre Violencia contra la Mujer” sólo el 58% de las mujeres habían oído hablar 
de dicha ley que penaliza la discriminación de género, y sólo el 41% de las 
mujeres conocían los servicios públicos relevantes. La denominada ley 103-
13 ha supuesto una decepción para la sociedad civil por su débil alcance y 
falta de aplicación en el contexto del covid-19.

En 2019, más de 7,6 millones de mujeres, o el 57,1%, sufrieron al menos 
un acto de violencia de género. Con una prevalencia del 46,1% (5,3 millo-
nes de mujeres), el contexto conyugal es el primer ámbito de violencia 
contra la mujer. En el ámbito laboral, el 15,1% de las mujeres han sido 
víctimas de violencia en el desarrollo de sus actividades. En los espacios 
públicos, el 12,6% de las mujeres ha sufrido algún acto de violencia14. En-
tre todas las mujeres víctimas de violencia física y/o sexual, el 22,8% tuvo 
que asumir, ellas mismas o sus familias, los costos directos o indirectos 
de la violencia. 

13_La mujer marroquí y los objetivos de desarrollo del milenio Mohamed Laghdas BARATARIA. Revista 

Castellano-Manchega de Ciencias Sociales, Nº 22, pp. 67-80, 2017, ISSN: 1575-0825 70.

14_HCP. Enquête Nationale sur la violence à l’encontre des femmes et des hommes 2019
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Destacar en este sentido el papel de la sociedad civil en el norte de Marrue-
cos, pionera en el país en cuanto a los debates sobre la despenalización del 
aborto o la sexualidad fuera del matrimonio, a través de la plataforma “Mi 
cuerpo, mi libertad”15.

Por su parte, organizaciones como la Fundación “Asamblea de Ciudadanos y 
Ciudadanas del Mediterráneo”(FACCM) trabajan sobre la cuestión de los de-
rechos de los y las migrantes en un marco de DDHH para crear un marco más 
igualitario entre las dos orillas del Mediterrénao y una visión más humana y 
menos comercial de los ya firmados Acuerdos Euro-Mediterráneos entre la 
Unión Europea y Marruecos (1996).

“Intentamos tener un diálogo con las instituciones europeas de los Acuerdos 
Euro-Mediterráneas y encontrar canales de comunicación para introducir en 
la agenda otros puntos de discusión, como el problema de la pobreza, de la 
desigualdad entre la orilla del Norte y la orilla Sur, etc… Hay muchos desa-
fíos, la movilidad, el cierre de fronteras… Se necesita introducir conceptos 
más humanos, económicos y sociales en la temática de la migración. Re-
flexionar sobre una apertura regional a nivel económico, social y cultural no 
está en la agenda de las instituciones euro-mediterráneas, reinscribir las 
fronteras simbólicas, las fronteras evidentes, y todo lo que ocurre en torno 
a estas”

Touria El Oumri16.

15 https://revista.conlaa.com/nadia-nair-profesora-miembra-de-la-plataforma-mi-cuerpo-mi-libertad/

16_https://revista.conlaa.com/touria-el-oumri-una-militante-por-la-plena-ciudadania-en-el-area-mediterranea/
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1. Contexto de las contrataciones en origen y la migración circular

Las llamadas “temporeras de la fresa” juegan un rol clave en la recogida de 
los frutos rojos cuya exportación aporta ingresos anuales de 475 millones 
(datos 202017).

El Suroeste español es el centro de producción más importante de España 
y de Europa, solo superado por Estados Unidos y Turquía, siendo Huelva la 
provincia principal con casi 12.000 has. de producción y el 78% de las expor-
taciones españolas.18
 
La participación de las temporeras agrarias marroquíes en un sector alta-
mente lucrativo para el Estado y el sector productivo, se da dentro de una 
arquitectura institucional compleja, que implica la relación entre diferentes 
Estados y un marco legal con cierto carácter excepcional.

El flujo migratorio, controlado y temporal, de las trabajadoras marroquíes, 
está enmarcado en un espacio fronterizo de dos territorios profundamente 
desiguales económicamente: Marruecos y el sur de España, anclado en la 
historia colonial europea, y española en particular.19 Se trata, a día de hoy, 
de la frontera más desigual del mundo y por tanto, como se analizará a con-
tinuación, el orden de género, clase y raza está implícito modulando toda la 
experiencia de estas trabajadoras.20

17 https://www.europapress.es/esandalucia/huelva/noticia-record-exportaciones-frutos-rojos-475-millo-
nes-primer-trimestre-2020-20200610141705.html

18 https://www.mercasa.es/media/publicaciones/235/1500931766_El_boom_de_los_frutos_rojos_en_Espa-
na.pdf

19_El PIB per cápita anual de España es 8 veces el PIB per cápita anual de Marruecos: 23.640 euros frente a 
2.932 euros (datos 2020, Cuentas nacionales). 
https://datosmacro.expansion.com/paises/comparar/marruecos/espana?sc=XE3

20 https://dialnet.unirioja.es/servlet/articulo?codigo=1308585#:~:text=El%20PIB%20per%20
c%C3%A1pita%20espa%C3%B1ol,mayores%20diferencias%20socioecon%C3%B3micas%20del%20mundo.

https://datosmacro.expansion.com/paises/comparar/marruecos/espana?sc=XE34
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El modelo de las “migraciones circulares” ha sido auspiciado por la Unión 
Europea (Consejo Europeo, 2007) en un contexto de recrudecimiento del con-
trol de los flujos migratorios. Este marco legal permite asegurar la deman-
da de mano de obra necesaria para determinados sectores económicos sin 
implicar una permanencia en el país europeo. Existen referentes previos de 
este modelo de migración circular en el Programa de Trabajadores Agrícolas 
de Canadá con Guatemala y México21. España ha desarrollado instrumentos 
en las últimas décadas para la contratación en origen con países con los que 
comparte mayoritariamente una historia colonial, como es el caso de países 
como Marruecos, Ecuador, República Dominicana, o Colombia. Sin embargo, 
en el sector de los frutos rojos, los países principales de contratación en ori-
gen han sido Polonia, Rumania y Bulgaria22. 

En 2001 el Gobierno español realiza un Acuerdo negociado con Marruecos para 
las contrataciones en origen que va consolidándose principalmente a partir del 
año 2007. Como puede verse en la siguiente Tabla 1, el número de autorizacio-
nes oficiales de contrataciones en Marruecos ha tenido una tendencia general 
ascendente desde entonces alcanzando casi 20.000 en el año 2019.

Tabla 1. Evolución del nº de contratos autorizados en origen (Marruecos) (2001-2021)

Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social, Portal de inmigración y datos de Echajri Amhaouch, 
Ilhame, (2020). Elaboración propia.

21 https://revistafal.com/programa-de-trabajadores-agricolas-temporales-mexico-canada/

22 Con la entrada en la UE de los países del Este y la anulación de las moratorias de libre circulación, no fue 
necesario seguir realizando las contrataciones en origen extracomunitarias, las cuales pasaron a centrarse en 
Marruecos. 

2001   2002   2003    2004     2005    2006    2007    2008    2009    2010    2011    2012    2013    2014    2015    2016    2017    2018     2019    2020    2021  

336 620 1094 2330 5277

13600

11983
14618

6055

2963

2834 5562 2765

17537

18175
19979

16500

3411

95

14000

https://revistafal.com/programa-de-trabajadores-agricolas-temporales-mexico-canada/


33

Dentro de estos mecanismos y acuerdos inter-estatales en coordinación en-
tre instituciones públicas y el sector productivo, en un sector altamente lu-
crativo, es importante revisar las garantías que se ofrecen a las personas 
trabajadoras. A continuación, a partir de testimonios de las propias tempo-
reras e información de otros agentes, revisamos el estado de su situación.

2. La visión de las temporeras sobre el proceso de contratación en origen y 
el trabajo en las campañas agrícolas.

En cada campaña anual de frutos rojos, el empresariado del sector hace pú-
blica su oferta de trabajo en la plataforma del Servicio Andaluz de Empleo. 
Posteriormente, si estas plazas no han sido cubiertas a nivel nacional, se 
hace llegar la oferta a la Embajada de España en Marruecos y a la ANAPEC. 

Esta última es responsable de la preselección de las candidatas a través de 
sus antenas en zonas rurales. La selección final se realiza con delegados/as 
de las empresas españolas desplazados a Marruecos.Como se ve reflejado 
en la oferta publicada en Marruecos por ANAPEC (“Agencia Nacional de Pro-
moción de Empleo y sus Competencias“), la selección de las mujeres tempo-
reras se realiza a través de los siguientes criterios: 
• Ser mujer 
• Edad entre 25 y 45 años
• Justificar una experiencia profesional en el área agrícola.
• Residir en una zona rural
• Estar en buena salud
• Ser madre a cargo de niños menores

• Estar casada o viuda.

El empleo exclusivo de mujeres con ciertas características supone un punto de 
inflexión en la gestión de la fuerza de trabajo, con patrones basados en facto-
res de género, edad, clase social y etnia/raza: se seleccionan mujeres, prefe-
rentemente de zonas rurales empobrecidas y de una determinada edad.23 

 23 Reigada, Alicia (e.p.)Un eslabón de las cadenas agrícolas globales: políticas de contratación, trabajo y 

sexualidad en los campos de fresas en Andalucía. Grupo de Investigación GEISA Universidad de Sevilla.
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La documentación requerida para la solicitud es por tanto: 

• Certificado de Identidad Nacional (CIN) con el número de teléfono de la candidata. 

• Documento que testifique la situación familiar: contrato de matrimonio, 
contrato de divorcio, certificado de fallecimiento del esposo con una copia 
para las candidatas a cargo de hijos menores. 

Según el Consejero de Trabajo de la Embajada Española en Marruecos, estos 
criterios se basan en características del sector productivo y tienden a ase-
gurar el retorno: 

 “Es que en agricultura prefieren mujeres porque son más cuidadosas con la 
fresa. Es un trabajo delicado. Y se seleccionan mujeres con cargas familia-
res, divorciadas o viudas para evitar que se queden. Antes venían hombres, 
y se quedaban”.

Fermín Yébenes, Consejero de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en 
Marruecos -Embajada de España en Marruecos.24

Actualmente piden criterios de estar casada y con hijos, y no es normal... Hay 
muchas mujeres que no tienen hijos y necesitan trabajar también…También 
hay discriminación sobre la edad... 

Fatima El Maghnaoui. Union de Acción Feminista25

Se recurre por tanto a supuestas cualidades femeninas basadas en estereotipos 
sobre la forma de trabajo y en aspectos relacionados con el compromiso de retorno. 
Por su parte, la demanda de trabajadoras migrantes con responsabilidades familia-
res, y procedentes de zonas rurales empobrecidas muestra la forma particular que 
adquiere en este caso el nexo entre feminización y precariedad laboral, identificado 
en numerosos estudios como un pilar de las agriculturas globalizadas (Bain 2010; 
Barrientos, Kabeer y Hossain 2004; Deere 2005; Figueroa 2015; Lara 1998)26.

24 Entrevista realizada en Marzo 2021 para este informe. 

25_Entrevista realizada en Marzo 2021 para este informe. 

26_Entrevista realizada en Marzo 2021 para este informe. 
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Es imperativo implementar estrategias de trabajo relevantes y efectivas para 
modificar estas prácticas y obtener mejoras tangibles en los condiciones la-
borales de las mujeres. Debemos actuar sobre los factores que aumentan 
la vulnerabilidad de las trabajadoras de la fresa. No debemos olvidar que la 
ignorancia y el analfabetismo juegan un papel importante en el deterioro de 
la situación de estas mujeres .

Entrevista a Houda Benmbarek, Coalición ISRAR27

Hay que recordar, en este marco, que España no ha ratificado la Convención 
Internacional sobre la protección de los Derechos de todos los trabajadores 
migratorios y de sus familiares (CRMW), adoptado por las Naciones Unidas 
para la no discriminación y la protección a las personas migrantes28.

Destaca también el hecho de que las temporeras consultadas no acceden a 
un contrato traducido en Marruecos ni guardan una copia del contrato firma-
do. Esto implica un desconocimiento de la normativa legal y de lo que afecta 
a su relación laboral:

En Anapec, no teníamos mucha información sobre el contrato y las condicio-
nes de trabajo ya que la mayoría de nosotros somos analfabetas firmamos 
documentos sin conocer el contenido…Se sabe que somos aceptadas, cuánto 
ganamos y cuándo tenemos que prepararnos para viajar y ya está. Pero no 
sé lo que se menciona en el contrato. 

Temporera de 28 años, madre soltera. Un hijo.

No conozco el contenido del contrato, nadie me explicó. No sé si hay alguna 
cláusula, no nos dicen nada y no entendemos el contenido, no sé qué es, sim-
plemente vamos, trabajamos duro y volvemos a casa. 

Temporera de 44 años, 4 hijos.

Nos obligan a firmar un contrato y nos pagan por el período que pasamos en 

27_Entrevista realizada en Marzo 2021 para este informe. 

28_Reigada, Alicia (e.p.)Un eslabón de las cadenas agrícolas globales: políticas de contratación, trabajo y 

sexualidad en los campos de fresas en Andalucía. Grupo de Investigación GEISA Universidad de Sevilla.
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Anapec. No nos explican gran cosa, solo firmamos y esperamos el gran día 
de partida para cambiar nuestra situación financiera. 

Temporera de 40 años, casada y madre de 3 hijos.

En lo que respecta a nuestros derechos, no sabemos nada de nada, firma-
mos sin saber que estamos firmando. No nos dan información y nadie sabe 
la respuesta. Pero estamos contentas de poder viajar y traer algo de comida 
a nuestros hijos.

Temporera de 34 años casada con 5 hijos.29

Trayecto en autobús 
de las temporeras en 
enero 2021

Foto:  
http://upahuelva.espage/2/

Desde la Consejería de Trabajo de la Embajada de España en Marruecos se 
explica así esta información:

El contrato no está traducido, porque en su mayoría son mujeres analfabe-
tas, de 13.000 a lo mejor 12.500 no saben leer.  Pero si se les entrega una 
copia. Es una referencia al convenio del campo. Desde diciembre de 2020 se 
ha elaborado un vídeo didáctico en darija con sus deberes y derechos, y se 
visiona en el trayecto hacia España. Se les explica cómo se pagan las horas 
extra y sus deberes, de respeto al mobiliario en los alojamientos, reglas …y 
la necesidad del retorno para que este tipo de migración siga funcionando 

Fermín Yébenes, Consejero de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en 
Marruecos -Embajada de España en Marruecos.

En este marco, organizaciones marroquíes de apoyo a las temporeras 

29_Entrevista realizada en Marzo 2021 para este informe.
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conformaron la Instancia Nacional de Coordinación de Asociaciones de 
Derechos de la Mujer de Marruecos30 y elaboraron un informe con reco-
mendaciones que fue presentado a diferentes instancias gubernamen-
tales en 2018. Entre sus demandas se encontraba el hecho de que se 
hiciera la entrega de una copia del contrato a las trabajadoras y que fuera 
traducida al árabe.

En este punto, parece que ANAPEC ha mejorado la información previa sobre 
el contrato en la campaña 2020/2021, aunque ningún agente entrevistado 
en el contexto de este informe tiene constancia de que se haya realizado una 
traducción del contrato o se haya distribuido una copia a las temporeras. La 
sociedad civil marroquí instó a mejorar la transparencia en la difusión de las 
candidaturas en la web de ANAPEC, y en el depósito electrónico. 

La escasa inserción en la sociedad de acogida dada la temporalidad y las 
barreras culturales e idiomáticas, hace muy difícil que las trabajadoras ma-
rroquíes reivindiquen posibles incumplimientos del contrato o puedan tener 
acceso a sus derechos. Por ejemplo, es bastante común que la duración de 
la estancia no sea la prevista. En efecto, según el estudio de la OIM (2021) 
citado anteriormente, la duración media de las estancias de las temporeras 
es la siguiente:

Tabla 2. Duración media de las estancias. 
Resultados del proyecto “IIRTIQAA” (Marzo 2021)

1Ͳϯ meses ϰͲϲ meses хϲ meses <1 mes

41% 13% 2% 1,35%

Los testimonios recogidos reafirman la variabilidad de la duración de la estancia:

30 Compuesto por las organizaciones siguientes: Federación de Ligas de Derechos de la Mujer, Unión de 

Acción de Mujeres, Asociación Jossour, Asociación Marroquí para Combatir la Violencia contra la Mujer
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Trabajé sólo durante 20 días con el pretexto que me dijeron de que ya no me 
necesitaban. 

Entrevista a temporera 34 años casada con 5 hijos.

En 2019 me mordió una serpiente en el campo durante mi horario laboral. 
Me trasladaron al hospital y después de 5 días de hospitalización me repa-
triaron a Marruecos y desde entonces nunca me han vuelto a llamar.

Temporera de 40 años, casada y madre de 3 hijos.

A veces la gente viene a darnos consejos por motivos de seguridad (incen-
dios por ejemplo) sobre cómo evitarlos. Pero lamentablemente no entende-
mos por el problema del idioma así que no le prestamos mucha atención a lo 
que decían pero no sé si era una asociación o gente de la sociedad española, 
no podría decir…

Temporera, 44 años, 4 hijos, 3 niñas y un niño.31

La situación vulnerabilidad socio-económica de las temporeras se refleja 
también en los testimonios de las entrevistas realizadas para este informe: 

Tengo una gran responsabilidad, soy madre soltera y mi hijo necesitaba ope-
rarse a los 2 años. Tuve que buscar con todos los medios un trabajo que me 
permitiera hacerle la operación a mi hijo y ayudar a mi familia.

Entrevista a temporera 28 años, un hijo.

Tengo tres hijos y mi hija está divorciada y vive con su hijo en mi casa. Mi 
marido no trabaja porque tiene una enfermedad de espalda, por lo que yo 
asumo toda la carga de la familia.

Entrevista a temporera 40 años, 3 hijos.

31_Entrevistas realizadas para este estudio por Houda Benchmark, Febrero 2021. Traducidas del francés al 

español por VD.
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Así, y según un estudio reciente elaborado financiado por la OIM ( 2021)32 el 
45% de las temporeras tienen entre 3 y 6 hijos/as. Respecto a las personas 
convivientes, un 36% viven en hogares de 5 a 10 personas y un 41,5% en 
domicilios de 3 a 5 personas. A nivel de ingresos, un 66% tiene ingresos 
mensuales de menos de 140 euros (1500 DH). Destacar que un 66,36% de 
los casos no existía ninguna persona en el hogar de las trabajadoras con 
empleo fijo.33

Tabla 3. Características sociodemográficas y económicas de las tempore-
ras. Marzo 2021

1. Nº de hijos/as de las temporeras seleccionadas:

1 hijo/a 2 hijos/as De ϯ a ϲ hijos/as DĄs de 8 hijos/as
27,2% 26,5% 44,9% 1%

2. Nº de personas que conviven en el domicilio de las temporeras seleccionadas:

1Ͳϯ personas De ϯ a ϱ personas De ϱ a 1Ϭ personas

22,3 % 41,55% 36,15%

3. Ingresos mensuales del hogar (dirhams convertidos a Euros, cambio Marzo 2021):

ф ϰϲ euros 

;фϱϬϬDHͿ

ϰϲ Ͳ 9ϰ euros

;ϱϬϬ a 1ϬϬϬ DHͿ

 9ϰ Ͳ 1ϰϬ euros 

;1ϬϬϬ Ͳ 1ϱϬϬ DHͿ

1ϰϬ Ͳ 2ϯϰ euros 

;1ϱϬϬ Ͳ2ϱϬϬ DHͿ

2ϯϰ Ͳ ϯ27 euros 

;2ϱϬϬ Ͳ ϯϱϬϬ DHͿ

х ϯ27 euros 

;х ϯϱϬϬ DHͿ

13,6% 36% 30% 14,6% 4,8% 0,8%

32_Resultados del estudio aún no publicado en el marco del proyecto financiado por OIM-ANAPEC: “IIRTIQAA: 
Autonomisation de femmes travailleuses migrantesirculaires au Maroc”.https://libreentreprise.ma/flash/
anapec-presentation-des-resultats-du-projet-irtiqaa/

33_En el estudio se  realizaron 300 cuestionarios a temporeras en 17 núcleos de población marroquí (2021)
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4. Nº de personas con empleo fijo en los hogares de las temporeras seleccionadas:

Ninguna 1 persona más de 2 personas

66,36% 22,56% 11,08%

Este contexto de alta vulnerabilidad socio-económica marca el nivel de de-
pendencia de estas mujeres a la renovación de sus contratos. En general se 
percibe una vivencia de incertidumbre el desconocer si volverán a ser selec-
cionadas en los sucesivos años:

Este año me registré pero sin respuesta. Esperamos desesperadamente y 
nadie informa, sólo nos dicen “os llamaremos pronto”, vivimos en la incerti-
dumbre y en la duda total. 

Entrevista a temporera, 34 años casada, con 5 hijos dependientes.

He ido cada vez a la oficina incluso en Kenitra, lo cual me cuesta 100 dhs 
cada vez pero sin éxito, no me volvieron a llamar.

Entrevista a temporera, 40 años, casada y madre de 3 hijos.

Me quedé 15 días esperando la respuesta de Anapec, para saber si mi ex-
pediente era aceptado y luego un mes de espera antes de la fecha de salida. 

Entrevista a temporera, 34 años casada con 5 hijos.34

Siendo en muchos casos la única fuente de ingresos familiar, la dependencia hacia 
el empresario para ser llamadas para sucesivas campañas es muy alta, lo cual les 
sitúa en una situación de gran vulnerabilidad y terreno fértil de posibles abusos:

Te esfuerzas por mostrar tus habilidades y tratas de hacer todo para que 
vuelvan a llamarte en otro momento, así que pones todo tu esfuerzo para dar 
una buena impresión.

Temporera, 28 años, madre soltera. Un hijo de 4 años.35

34 Entrevistas realizadas para este estudio en Marzo 2021

35 Entrevistas realizadas para este estudio en Marzo 2021
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Aceptamos trabajar en cualquier lugar y con una remuneración irrisoria 
dada la necesidad.

Temporera, 40 años, casada y madre de 3 hijos. 

Referido a este punto, la Instancia de Coordinación Nacional de Asociaciones 
de Derechos de la Mujer de Marruecos insistió en la necesidad de una inicia-
ción a la lengua española para permitir que estas mujeres puedan acceder a 
sus derechos básicos. La falta de nociones básicas en español suponen un ele-
mento importante de vulnerabilidad de las mujeres migrantes en este marco36.

En este sentido, en 2018, la Orden TMS/1426/2018 introduce varias mejoras 
en comparación con la anterior normativa, entre ellas el incremento en las 
actuaciones de Inspección de Trabajo y de Seguridad Social que intentan dar 
respuesta a las denuncias producidas en los últimos siete años. Así, con la 
entrada en vigor de esta Orden, se incorporan algunas acciones de acompa-
ñamiento en las áreas sociales para mejorar la integración e intervención de 
servicios sociales. En este marco, bajo subvenciones de la Junta de Andalu-
cía, se realizan en las últimas campañas contrataciones a personas media-
doras, mayoritariamente realizadas por Interfresa, y que son bilingües en 
español y árabe- marroquí: 

Por eso hay mediadores para que las trabajadoras puedan llamar a esas 
mediadoras que resuelvan el conflicto o les pongan en contacto con la Ins-
pección de trabajo o con la guardia civil.  Interfresa contrata mediadores y 
también la Junta de Andalucía a través de la Dirección Gral. de las Migracio-
nes o con subvenciones que le da a Interfresa para que esta contrate… Con 
Prelsi, organización de todas las empresas contrata mediadores. Ellos nos 
remiten informes en caso de algún problema. 

Fermín Yébenes, Consejero de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en 
Marruecos -Embajada de España en Marruecos. Entrevista Marzo 2021.37

36 _Asimismo se insta a la mejora de las inspecciones de trabajo para evitar posibles abusos por parte de 
empresas particulares. Además, se propone que asociaciones de la sociedad civil puedan realizar visitas de 
seguimiento en las fincas y se  insta  a  la creación de un número de teléfono específico para poder denunciar 
en caso de abuso.
37 Entrevista realizada para este estudio en Marzo 2021.
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Sin embargo, el hecho de que estas personas mediadoras sean contrata-
das por las propias empresas en su mayor parte, supone un hándicap se-
gún la Instancia de Coordinación Nacional de Derechos de la Mujer, al no ser 
plenamente neutral. Además según Jornaleras en lucha, el número es muy 
reducido, en torno a 14 mediadores para casi 12.000 has y más de 100.000 
trabajadores/as en las campañas agrarias. 

En las entrevistas realizadas se detecta que en las campañas realizadas 
hasta 2019, únicamente se han dado formaciones o sensibilizaciones en tor-
no a la obligación de “retorno”:

Recibimos alguna visita de personas que nos daban consejos sobre no ex-
ceder nuestro período de trabajo o visado y que nos animaba a volver a Ma-
rruecos para que podamos volver a trabajar en otro momento. 

F. 40 años, casada y madre de 3 hijos. 

Nos hacen mucha conciencia para no sobrepasar nuestra visa y regresar al 
país una vez vencido el contrato. Nos cuentan los problemas vividos por las 
chicas que deciden quedarse en España y su vida allá abajo sin papeles sin 
familia sin fuente de vida. 

N. 28 años, madre soltera. Un hijo de 4 años.

En este marco, la Coordinadora propone proyectos de retorno a través de un 
acompañamiento para que las temporeras, ante la incertidumbre de si volve-
rán a ser llamadas en futuras campañas, puedan realizar proyectos de gene-
ración de ingresos, para la inversión de los ahorros en proyectos sostenibles. 
Parece que está habiendo proyectos con la Agencia Española de Cooperación 
en este sentido: 

Nos gustaría, estamos con la AECID de Marruecos viendo la posibilidad de 
enseñar español, contabilidad, cursos cuando estén en España...para que a 
la vuelta también sean dueñas de lo que ganan…porque a menudo luego se 
lo dan a su marido o padre….Así que estamos con conversaciones con AECID 
para optar a alguna subvención europea.

Consejero de Trabajo, Embajada de Rabat.
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Algunas mujeres emplean lo que ganan en los gastos de los niños y para los 
maridos…para la casa…y en breve no tienen nada y se quedan desoladas…
Dejan su familia y luego el ahorro se acaba y no saben hasta cuando podrán 
volver y se dan cuenta de que casi no han ganado nada. Una mujer decía que 
de su salario tuvo que pagar el transporte al hospital...o los domingos para 
ir a la ciudad a comprar tiene que pagar el transporte de su salario porque 
es en lugares aislados y dónde la distancia es grande.

Fatima El Maghnaoui , miembro de la AUF.

En 2018, se destaparon además situaciones de acoso sexual vividas por algunas 
de estas temporeras, lo cual llevó a una gran manifestación de apoyo el 17 de 
Junio de 2018 por parte de sindicatos y organizaciones de derechos humanos. En 
este contexto, la sociedad civil marroquí manifestó su profunda preocupación por:

“la situación de las trabajadoras agrícolas marroquíes en las explotaciones 
agrícolas españolas, a la luz de los testimonios recogidos y de los hechos de-
nunciados por los medios de comunicación nacionales e internacionales sobre 
las violaciones, agresiones y violencias de las que son víctimas determinadas 
trabajadoras estacionales marroquíes en explotaciones recolectoras de fresa 
en algunas provincias españolas, en particular la provincia de Huelva“  

Memorándum, 2018.

En este sentido, la Instancia Nacional de Coordinación en Marruecos se dirigió por es-
crito al Ministerio de Trabajo e Integración Social, al Ministerio de Asuntos Exteriores 
y Cooperación, al Ministro delegado encargado de los marroquíes residentes en el ex-
terior y al Embajador de España en Marruecos. También se reunió con funcionarios de 
la mayoría de los departamentos involucrados con el fin de brindar apoyo, asesoría 
legal y protección a los trabajadores víctimas de agresiones y otras formas de hosti-
gamiento. Además, se inició un trabajo de coordinación con organizaciones civiles y 
sindicales españolas, pudiendo asistir y participar, el domingo 17 de junio de 2018, a 
través de la representante de la Federación de Ligas por los Derechos de la Mujer en 
España, en la marcha solidaria cuyo lema fue “Trabajo sí, pero con derechos!”38.

38 https://www.elsaltodiario.com/explotacion-laboral/fresas-si-pero-con-derechos-el-grito-de-las-mujeres-
de-la-fresa-recorre-huelva
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1. Contratación en origen vs contratación en destino ¿fraude?

La situación laboral de las jornaleras contratadas en origen provenientes 
de Marruecos que trabajan en los campos andaluces está regulada por el 
Estatuto de los Trabajadores (ET en adelante), la Ley Orgánica 4/2000 sobre 
derechos y libertades de los extranjeros en España y su integración social en 
su artículo 39, el Convenio del Campo de Huelva y la Orden ISM/1289/2020, 
de 28 de diciembre, por la que se regula la gestión colectiva de contratacio-
nes en origen para 2021, (en adelante, orden GECCO).

Las temporeras contratadas en origen, tal como se expone en la Orden Gec-
co, firman contratos adecuados a la oferta de empleo que publicita ANAPEC, 
ya explicitada previamente. Estos contratos son temporales. En el anexo nú-
mero 1* se muestran dos contratos firmados en origen, el primero corres-
pondiente a 2018 y el siguiente a 201939.

Entre ambos contratos se observa una diferencia: en el contrato de 2019, en 
el pie de página se subraya: “Esta contratación se realiza a través de la ges-
tión colectiva de contratos en origen correspondiente a 2019. Que la contra-
tación se realiza mediante oferta de empleo temporal y la empresa garantiza 
a la persona contratada actividad continuada durante el periodo de vigencia 
de la autorización para residir y trabajar”. Como puede comprobarse, estas 
cláusulas no aparecen en el contrato de 2018. El artículo 3.1 de la Orden 
GECCO estipula, respecto a las garantías de las trabajadoras, en su apartado 
b) que “el contrato de trabajo que se suscriba deberá contener las mismas 
condiciones previstas en la oferta de empleo de la que la autorización de 
residencia y trabajo trae causa”. En este caso, el contrato deberá adherirse a 
las condiciones explicitadas en la oferta de ANAPEC.

39 Contratos cedidos por Perico Echevarría de La mar de Onuba.

Anexo 1*
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Según las entrevistas realizadas, han sido varias las personas que han in-
formado de que las trabajadoras firman un contrato en origen, redactado en 
castellano, del cual ellas no se quedan con una copia. La entrevista realizada 
a MZC Huelva desvela que, el contrato que firman en origen se les proporcio-
na en árabe sólo a partir de 2019, pero ni MZC ni ningún otro actor ha revela-
do pruebas fehacientes de esta supuesta mejora. 

La información proporcionada por La Mar de Onuba sigue en la misma línea 
de las entrevistas, explicando que las trabajadoras firman dos contratos, uno 
en origen que es temporal, tal como puede comprobarse en el anexo número 
1, y otro en destino que es por obra y servicio:

“Estas mujeres, atendiendo a la Orden GECCO, la seleccionan en Marruecos 
y los contratos se firman allí. Y los contratos que se firman son contratos 
temporales, de duración determinada, es decir, tres meses, seis meses, los 
que sean. Tres meses, por lo general, con jornadas continuas, de 39 horas 
semanales, sus descansos, su tal, según convenio colectivo y continuidad 
garantizada en el trabajo a desarrollar. Bien, cuando llegan a España, ¿qué 
hacen? Como no le dan copia del contrato suscrito en Marruecos claro, cuan-
do llegan a España, le ponen otro contrato por delante y le obligan a firmar 
otro contrato por obras y servicios.”

Perico Echevarría- La Mar de Onuba, 2021.

Según la documentación proporcionada para este informe el supuesto frau-
de que supone firmar un contrato diferente al ya firmado en origen, vendría 
indiciado por las siguientes evidencias:

En primer lugar, la Sentencia del Juzgado de lo Social número 2 de Huelva 
del pasado veinticuatro de febrero40, que dirime la cuestión de la solicitud de 
despidos nulos o improcedentes de cuatro jornaleras contratadas en origen.

40 Juzgado de lo Social Núm.2 Huelva, autos 787/18; Sentencia 89/21

https://wilpf.es/wp-content/uploads/2021/04/los-derechos-humanos-de-las-mujeres-migrantes-temporeras-en-andalucia-anexo-1.pdf
https://wilpf.es/wp-content/uploads/2021/04/los-derechos-humanos-de-las-mujeres-migrantes-temporeras-en-andalucia-anexo-1.pdf
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Las temporeras denunciaron en 2018 la violencia sexual sufrida en la Agrí-
cola El Bosque, S.L. En esta sentencia, aparece como segundo hecho probado 
que las relaciones laborales se formalizaron en contrato fechado el 30 de 
Abril de 2018. Sin embargo, los contratos de las jornaleras contratadas en 
origen, se firman en Marruecos en el mes de marzo. Las selecciones de per-
sonal se realizan en Marruecos entre noviembre o diciembre del año ante-
rior. Pese a la evidente distorsión y vulneración de los elementos básicos de 
este tipo de contratación, es más que sorpresivo que a lo largo de los folios 
de la Sentencia no se realice mención alguna a la Orden GECCO, marco nor-
mativo de las contrataciones en origen.

En el régimen agrícola las empresas pueden dar de alta en la Seguridad 
Social a sus trabajadoras e ir cotizando por días. Resulta ser una práctica 
habitual de las empresas mantener el alta en la Seguridad Social durante un 
mes, pero cotizar y pagar únicamente por los días que la empresa da traba-
jo. Esta práctica se facilita ya que en la aplicación informática de gestión de 
altas de personal que manejan las empresas. En esta, existe la opción de dar 
de alta a sus trabajadoras bien, por obra o servicio o por carácter temporal. 
Por lo tanto, a pesar de la modalidad de contrato temporal eventual que fir-
man las trabajadoras a su llegada a Huelva (anexo número 1), que teniendo 
en cuenta las características del trabajo desempeñado es la modalidad ade-
cuada, en la práctica están dadas de alta por un contrato de obra y servicio. 

Tal práctica se evidencia con la información recabada por el Portal de Trans-
parencia y cedida por La mar de Onuba en las tablas de contratación de ma-
rroquíes en los campos freseros de Huelva (anexo número 2). Las tempo-
reras firman este contrato temporal eventual en España, el empresariado 
envía la copia con el informe general a Subdelegación del Gobierno y no hay 
un contraste con lo que aparece en el SEPE. Lo cual supone una dejación de 
funciones por parte de las Administraciones Públicas, últimas garantes del 
cumplimiento de la legalidad de la contratación en España.

https://wilpf.es/wp-content/uploads/2021/04/los-derechos-humanos-de-las-mujeres-migrantes-temporeras-en-andalucia-anexo-1.pdf
https://wilpf.es/wp-content/uploads/2021/04/los-derechos-humanos-de-las-mujeres-migrantes-temporeras-en-andalucia-anexo-2.pdf
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De los datos recabados por el Portal de Transparencia, el pasado febrero del 
2020 se pudo concluir que “durante la campaña de frutos rojos del año 2019 
se registraron 18.087 contratos de trabajo de mujeres marroquíes, vincula-
dos a visados temporales específicamente emitidos para trabajar en la reco-
gida de berries. Estos visados, según los datos oficiales facilitados (en este 
caso, y también a través del Portal, por el Ministerio de Asuntos Exteriores) 
fueron 16.547 en 2019, si bien sólo 14.411 mujeres llegaron finalmente a 
trasladarse a España.”41 (Véase Anexo 2 ). Pero lo más destacable de la infor-
mación aportada es que existían 17.884 contratos de obra y servicio, lo cual 
viene a corresponderse con las cifras de las jornaleras contratadas en origen 
para ese año. En la práctica, estas cifras suponen que los contratos tempo-
rales que firman las trabajadoras, resultan en contratos por obra y servicio 
una vez comienzan a desempeñar el trabajo en España.

Respecto a esta cuestión, el Consejero de trabajo Embajada de España en 
Marruecos comenta que: 

“Los contratos simplemente remiten al convenio del campo. Se trata de un 
contrato temporal porque hay un flujo discontinuo, lo que dure la campaña, 
luego ya no hay más trabajo. De enero a mayo, también en abril empieza otra 
y desde 31 de Marzo hasta julio. Cuando acaba la fresa, se pasa a arándanos 
y frambuesa…”

Fermín Yébenes, Consejero de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en 
Marruecos -Embajada de España en Marruecos. 

En segundo lugar, la Orden GECCO es clara al determinar en el art. 3.1 referente a 
las garantías de las trabajadoras, en su apartado a): “La actividad continuada du-
rante la vigencia de la autorización solicitada. En el sector agrario se considerará 
continuada la actividad que no sea inferior a un 75 % del tiempo de trabajo habitual 
en el sector, por lo que el número de jornadas y/o horas de trabajo cotizadas en 
relación con un trabajador se corresponderá con este límite mínimo. El cumpli-
miento de esta garantía por el empleador podrá ser objeto de verificación por la 
Administración durante todo el periodo de vigencia de la autorización concedida.”

41 La Mar de Onuba, febrero 2020, “Los datos aportados a La Mar de Onuba por el Ministerio de Trabajo reve-
lan que sólo 243 contratos realizados a las 14.411 trabajadoras del contingente 2019 cumplían los requisitos 
exigidos por la normativa legal.” http://revista.lamardeonuba.es/contratacion-en-origen-de-trabajadoras-
marroquies-fraude-masivo-o-caos-administrativo/ 

https://wilpf.es/wp-content/uploads/2021/04/los-derechos-humanos-de-las-mujeres-migrantes-temporeras-en-andalucia-anexo-2.pdf
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“Y también la orden Gecco dice que a las trabajadoras, del total del tiempo 
que estén en España, tienen que cobrar como mínimo el 75% tienen que tra-
bajarlo y cobrarlo. Pero esto tampoco se está cumpliendo. De hecho hay un 
video, de una rueda de prensa que ha dado Interfresa a propósito del PRELSI, 
en concreto Borja Ferrera, director del PRELSI, donde comenta que debido 
a las temperaturas y al temporal de Filomena las fruta no ha madurado”42. 

“Y Borja lo ha dicho claramente en la rueda de prensa, y se toma como algo 
normal porque, para empezar, la mayoría de la gente no sabe que la orden 
GECO dice que las trabajadoras tienen que trabajar y cobrar el 75% de su es-
tancia aquí y para terminar porque hemos aceptado la explotación, el abuso, y 
como están con toda la impunidad del mundo pues nadie mete mano en esto.”

Ana Pinto - Jornaleras de Huelva en Lucha, 2021.

Relacionado con la contratación, conviene destacar el periodo de prueba: en 
la orden Gecco, en su anexo III B (pg. 25) que desglosa la oferta de empleo 
genérica de carácter temporal en su casilla XIV, se recoge la opción de que 
dicha oferta contemple un periodo de prueba. Este período, no obstante, no 
es obligatorio. Además, en caso de adoptarse, se habrá de especificar la du-
ración. El periodo de prueba por tanto, aparece en el contrato que firman en 
origen, de acuerdo a lo contemplado en el Convenio Colectivo. Sin embargo, 
en algunos casos el contrato que firman en destino puede contemplar hasta 
un mes de periodo de prueba.

”15 días es una auténtica burrada, existe un sistema de presión que tú hasta 
el último día no te dicen que has superado el periodo de prueba. [...]Estos 
periodos de prueba se traducen en un lapso de tiempo en el que de forma ex-
haustiva tienes que demostrar cuánto eres capaz de producir.[...] El periodo 
de prueba afectan a las que llaman “el cupo de las nuevas”, que son las que 
vienen por primera vez. Claro eso el año pasado y este no se ha producido 
porque no ha habido nuevas por las circunstancias de la pandemia ”.

 Perico Echevarría- La mar de Onuba, 2021.

42 Análisis del sector de la fresa de Andalucía por parte de Interfresa: https://www.facebook.com/watch/live/
?v=1084961238691876&ref=watch_permalink 

https://wilpf.es/wp-content/uploads/2021/04/los-derechos-humanos-de-las-mujeres-migrantes-temporeras-en-andalucia-anexo-3.pdf
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Como se contempla en este epígrafe, la falta de transparencia en el tipo de 
contrato que las trabajadoras firman en origen, unido a la escasa informa-
ción que reciben, generan las circunstancias óptimas para que, a pesar de 
estar contratadas en teoría como trabajadoras temporales eventuales, sus 
contratos devengan en por obra y servicio, con la consiguiente falta de dere-
chos que ello conlleva. 

2. A vueltas con el trabajo a destajo: sanciones de empleo y sueldo.

El Convenio Colectivo del campo de Huelva recoge en su artículo 33 el régi-
men sancionador en el que se desarrollan cuáles son consideradas faltas 
leves, graves y muy graves. De entre todo el glosario no se hace mención 
alguna a que la recolección de menos kilos de fruta sea constitutiva de falta, 
sin embargo esta circunstancia se da en la práctica:

“Algunas empresas aplican sanciones si no recogían X kilos a la semana, 
claro, porque internamente cada finca tiene su propio reglamento que dice 
que nosotras tenemos que producir tantos kilos y por tanto se tienen que 
recoger tantos kilos a la semana. Pero eso no es legal. Y aplican sanciones 
que consisten en que la jornalera se queda dos días sin trabajar: sin empleo 
y sueldo. Te castigan por no llegar a la media de kilos cuando tu no cobras 
por kilos, sino que se cobra por jornal.”

Ana Pinto - Jornaleras de Huelva en Lucha, 2021.

Jornaleras de Huelva en Lucha, presentó una cuestión ante la Inspección de 
Trabajo en relación con las sanciones de suspensiones de empleo y sueldo 
relacionadas con la falta de recolección de kilos de fruta. En la respuesta que 
les ofrecieron desde la Inspección, conviene resaltar cómo la propia admi-
nistración afirma que “[...] en relación con el llamado “destajo” es muy aven-
turado decir que está prohibido por el Convenio del Campo, de hecho no lo 
está [...]” (Véase Anexo 3) Tal como concluye Ana Pinto: 

https://wilpf.es/wp-content/uploads/2021/04/los-derechos-humanos-de-las-mujeres-migrantes-temporeras-en-andalucia-anexo-3.pdf
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”Son suspensiones de empleo y sueldo encubiertas, y ahí tenemos la prue-
ba clara.”

Ana Pinto - Jornaleras de Huelva en Lucha, 2021.

Esta información que ofrece Jornaleras de Huelva en Lucha concuerda con 
la proporcionada por Efstathia Vlachou, encargada de una finca de cuya 
empresa no ha podido desvelar el nombre. Preguntada por esta cuestión 
de las sanciones: 

”Nosotros tenemos unas sanciones para todo el mundo que depende de los 
kilos, damos un informe de cómo van recogiendo, siempre el informe se les 
traduce a ellas para que sean conscientes de lo que están pasando.”

“Nosotros tenemos un estándar, necesitamos gente que nos cumpla un mí-
nimo de kilos al día, entonces dentro de la semana, todos los días sale un 
informe. No damos el informe a nadie porque son datos de la empresa, pero 
ese informe se enseña a cualquier trabajador/a que me lo pida. Quiero ver 
cómo ha ido mi día. Pues yo no te enseño la gente que tienes abajo o arriba 
porque son datos personales, entonces, pero somos claro, porque como po-
nemos sanciones si no se cumple por calidad o por los kilos a la semana, te 
ponemos una sanción leve.”

“La sanción, lo más grave es quedarte dos días en tu casa. Pero las san-
ciones no se les quita del salario. Las sanciones son porque nosotros que-
remos gente que sea completa, no queremos gente que coja muchos kilos 
pero que no tenga calidad, o que me cumpla, si tengo una persona que me 
saca 100kg, no pues a ver, tampoco te echamos, simplemente que te damos 
una sanción leve, si otra semana te va más flojo y te sale por ejemplo otra 
sanción. [...] Tengo que tener un equilibrio. Pero yo, de todo el tiempo que 
llevo allí he dado sanciones a los dedos, la verdad, más por cuestión de 
calidad que de kilos.” 

Efstathia Vlachou, 2021.
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3. Y el salario, “¿cómo le ponemos al niño?”

Los sindicatos mayoritarios, únicos sindicatos legitimados para la negocia-
ción de los Convenios Colectivos, no han conseguido firmar el Convenio del 
Campo para el año 2021. CCOO firmó el Convenio del campo vigente (2018) y 
se está negociando el actual, pero aún no se ha renovado por la cuestión del 
salario mínimo. En este Convenio del Campo de Huelva, las tablas salariales 
se desglosan a partir de la página 23, en función de que la contratación sea 
de personal fijo, o eventual. 

“Nosotras no trabajamos 39 horas semanales, nosotras dependemos de la 
producción y del clima, entonces ahí lo que nos pertenecería, si fuéramos 
fijos-discontinuos es un salario, pero si somos temporales es otro salario 
porque nos tienen que añadir las pagas extras y las vacaciones que no co-
bramos. El SAT dice que el salario son 48,54€; UGT: 47; CCOO: 43€ que es lo 
que dice el convenio que da para 950€ que es el salario mínimo. 

Pero es que nosotras no trabajamos todo el mes, nosotras trabajamos todo 
el mes en la campaña gorda que te obligan a echar horas extras. Pero cuan-
do no hay o como está pasando este año con el clima, entonces ¿cómo le 
ponemos al niño?

UGT lo denunció. Es el único sindicato en el que tenemos un mínimo de luz 
porque no firmó el convenio en 2018, denunció el punto de los fijos discon-
tinuos que estaba en fraude de ley con el estatuto de los trabajadores y lo 
quitaron del convenio y denunció el tema del salario”

Ana Pinto - Jornaleras de Huelva en Lucha, 2021.

Frente a esta laguna que sufren las jornaleras que se traduce en que no 
exista una claridad acerca de cuál es su categoría laboral y por tanto existan 
abusos en sus salarios, el Consejero comenta: 

“Quien regula las condiciones es el convenio, con seis horas y media diarias y 
horas extra pagadas a parte, y salario según convenio. Son las mismas con-
diciones que tiene un peón agrario para una campaña. Se les da de alta en la 
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Seguridad Social y ya. El viaje de ida lo paga la empresa, el viaje de vuelta la 
trabajadora. El visado lo paga la trabajadora y el certificado médico. El pcr la 
empresa o Anapec…”

Fermín Yébenes, Consejero de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social en 
Marruecos -Embajada de España en Marruecos. 

“El salario, todo el mundo que sea temporero cobran lo mismo: si no me equivoco 
cobran 43€ bruto al día, no lo sé exactamente, creo 43 con algo, unos 41,80 limpio”

Efstathia Vlachou, 2021.

4. Acceso a la salud

El acceso a la salud está directamente relacionado con la gestión de las al-
tas en la Seguridad Social, que llevan a cabo las empresas. En este sentido, 
tal como se demuestra en la sentencia del Juzgado de lo Social número 2 
de Huelva del pasado veinticuatro de febrero, como segundo hecho probado 
se constata que, a pesar de que las trabajadoras vienen prestando servicios 
desde el 30 de Abril de 2018, no se comunica al SEPE hasta el 4 de mayo43. 

“Con el final de la campaña del 2018. Salta la alarma mediática a raíz de la 
denuncia de las mujeres temporeras de la situación de abuso. En ese mo-
mento, MZC Huelva empieza a intervenir con trabajadoras agrícolas pobla-
ción marroquí en situación administrativa regular o irregular en los pueblos, 
paralelamente al trabajo en los asentamientos. La intervención cubre talle-
res centrados en el tema sanitario, atención social, acompañamiento sanita-
rio, pero aún no tenían mediadora. El trabajo con la población marroquí es 
muy limitante por la barrera cultural y sobre todo por la barrera idiomática.” 

MZC-Huelva, 2021.

En la memoria final que MZC elaboró en 2020 sobre la mediación intercultural 
para la atención a las mujeres inmigrantes temporeras durante la campaña de 

43 Juzgado de lo Social Núm.2 Huelva, autos 787/18; Sentencia 89/21.
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la fresa en Huelva en 2020, la entidad pone de manifiesto la urgente necesidad 
de atención sanitaria de las trabajadoras. Habiendo llegado a tramitar 1.809 
tarjetas sanitarias por casos de urgencia. 

“Y si quieren ir al médico, van al médico, como para trabajar aquí necesitan 
el número de la seguridad social, tienen sacado su número de la seguridad 
social, y creo que lo gestiona X (jornalera que hace las veces de traductora). 
Y si tienes que ir al médico pues X se va contigo al médico o si tienes un ac-
cidente de trabajo se va a la mutua o si hay que ir al hospital. Yo creo que 
todas las cosas se las gestionamos nosotras, y verás no quiero decir, pero 
las tratamos bien que en ningún momento se puede decir que…yo creo que 
las tratamos mucho mejor, más cuidadoso que otra gente.”

Efstathia Vlachou, 2021.

Esta falta de inmediatez en practicar las altas en la Seguridad Social ha lle-
gado a supuestos muy graves:  

“Jornaleras de Huelva en Lucha apoyó a una mujer con cáncer de mama que 
llegaba a tener una ulcera y estaba en una casucha sola y no le habían ges-
tionado una baja por la prestación de baja por enfermedad, ni nada de nada, 
sin agua potable, la nevera vacía, ni ventana tenía la habitación donde estaba.” 

“ [...] veía como se daban golpes al recoger la fruta y las tenían en las casas sin 
llevarlas al médico si quiera, la encargada que tenían las maltrataba psicológi-
camente, y les hablaba mal, las insultaba, no les solucionaba los problemas…”

Ana Pinto - Jornaleras de Huelva en Lucha, 2021.

El hecho de que las altas a la Seguridad Social no se tramiten de forma inme-
diata y las trabajadoras comiencen sus labores sin esta garantía supone una 
violación de sus derechos, no únicamente laborales, sino humanos, como es 
el acceso a la salud. Relacionado directamente con el acceso y la salubridad 
de las viviendas que trataremos en el siguiente epígrafe. 
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5. Acceso a la vivienda

Con respecto al acceso a la vivienda, la Orden GECCO declara que los aloja-
mientos de las temporeras contratadas en origen corren a cargo de la em-
presa. En el art. 3.2, en su apartado b) se detallan las condiciones y el cumpli-
miento de las garantías de higiene, así como las recomendaciones sanitarias 
relacionadas con el SARS-CoV-2. En el Anexo 3, se detallan imágenes cedi-
das de los alojamientos de temporeras contratadas en origen en 2020 que 
han denunciado Jornaleras de Huelva en Lucha.

“La orden GECCO dictamina que las viviendas deberán ser gratuitas, pero sin 
embargo en muchas ocasiones les cobran la luz y el agua. Incluso en algunos 
casos, en los propias cláusulas de los contratos que firman con la empresa 
aparece detallado que se les cobrará los gastos de suministros. Entonces 
claro, una vivienda no lo es realmente sin luz y sin agua. Pero como el conve-
nio también está hecho de tal forma, que los sindicatos también lo han hecho 
para favorecer a la patronal.”

Ana Pinto - Jornaleras de Huelva en Lucha, 2021.

Esta información concuerda con la ofrecida por la encargada de una de las 
fincas: 

“En nuestros alojamientos de nuestras fincas, quisieras tú vivir allí. Está su-
per bien, está limpio, lo limpiamos antes de llegar ellas. Están divididas en 
casitas, tienen un baño, tienen literas, entre 8 o 9 personas, la verdad es que 
viven mucha gente y tienen después como una sala aparte con la tele con 
una mesa con un sofá, con cosas pa’ no estar todo el día en la habitación. No 
pagaban nada, pero el tema es que había mucho abuso por el tema de la luz 
por el tema de agua, hacían muchísimo abuso, entonces la empresa ha hecho 
que paguen ahora 22 o 23 € por mes, no sé decirte exactamente, la verdad, 
esa cantidad por mes como una cosa entre para todos los gastos, pagan un 
dinero, pero no es mucho para el uso que hacen.”

https://wilpf.es/wp-content/uploads/2021/04/los-derechos-humanos-de-las-mujeres-migrantes-temporeras-en-andalucia-anexo-3.pdf
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“La cantidad por el gasto de suministro se quita de la nómina directamente. 
Y lo único que pagan, pero pagan todas en común es 9€ la bombona de gas 
que es para la ducha, que en comparación con una bombona fuera es mucho 
más barato.”

Efstathia Vlachou, 2021.

En relación con las viviendas, es necesario hablar de la situación de aisla-
miento que las trabajadoras contratadas en origen enfrentan al vivir en un 
núcleo agrícola, no en una zona urbana. 

“El problema que tenemos con las trabajadoras en origen es que, que es una 
de nuestras principales reivindicaciones, es que las cancelas de los tajos es-
tán cerradas, ahí no puede entrar nadie, de hecho está prohibido entrar y es-
tas mujeres viven donde mismo trabajan. Entonces ¿qué ocurre?, solamente 
entran la patronal, el PRELSI y CCOO y UGT, entonces ¿qué ocurre?, que la 
gente que estamos intentando luchar por los derechos de las trabajadoras 
del campo, no nos permiten entrar para saber si están bien. Esto permite 
que a la hora del abuso de las compañeras, ya sea laboral o un abuso sexual, 
cuesta mucho trabajo poder demostrarlo, viven en un campo, preparque de 
Doñana como están algunas, cómo demuestras tú esos abusos. Si ya de por 
sí a las mujeres en el acceso a la justicia cuesta muchísimo trabajo que nos 
crean, pues imagínate en estos casos, mucho peor.”

Ana Pinto - Jornaleras de Huelva en Lucha, 2021.

“El aislamiento en el que viven, porque viven en zonas agrícolas y no en nú-
cleos urbanos (al empresariado sólo se le exige el transporte a las mujeres 
una vez a la semana al núcleo urbano), todo lo demás, es buscarse la vida la 
mujer: taxi con compañeros de la misma nacionalidad que para MZC supo-
nen situaciones de riesgo, de exposición a alto riesgo.”

MZC- Huelva, 2021.
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“La verdad, yo sinceramente, a las fincas que he visitado no he encontrado 
ningún problema, tienen totalmente libertad de salir. Que a lo mejor no la 
llevan, cuando ellas quieren, al banco o a comprar o al médico, te digo que 
sí. No es una disponibilidad total, pero ellas tienen completa libertad que 
llamar a alguna amiga, oye ven a recogerme, llévame a tal sitio. Por eso no 
hay ningún problema”

Huelva Acoge, 2021.

La exigencia de que las trabajadoras contratadas en origen dispongan de 
su vivienda, cedida por las empresas en el mismo lugar donde desarrollan 
su trabajo dificulta el acceso y la integración del resto de la sociedad en la 
realidad que viven las temporeras. El control que se ejerce en las fincas, los 
horarios, son una muestra de cómo la finalidad última de la mano de obra 
contratada es la producción, sin desarrollar el escenario propicio para la au-
tonomía, la integración y la convivencia.



VII. HUELVA: TEMPORERAS 
DE FRUTOS ROJOS, VIOLENCIA 

SEXUAL Y ACCESO A LA JUSTICIA
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En este apartado se intentará actualizar toda la información vertida respecto 
a los casos de violencia sexual denunciados en 2018. Conviene reconocer la 
distorsión que existe en nuestro ordenamiento jurídico sobre los delitos de 
violencia sexual, la polémica distinción entre agresión sexual y abuso sexual 
que centra el debate en torno al consentimiento: “solo sí es sí” y cuya modifi-
cación legislativa se encuentra actualmente en sede parlamentaria44.

Respecto a las denuncias de violencia sexual por parte de las migrantes 
temporeras, hay que diferenciar dos causas separadas. Por una parte, se en-
cuentra el caso de las cuatro trabajadoras de Agrícolas El Bosque, represen-
tadas por Women’s Link Worldwide, que se encuentra actualmente siguien-
do el iter jurisdiccional español. Las trabajadoras marroquíes denunciaron 
explotación laboral y acoso sexual durante el tiempo que trabajaron como 
temporeras en la recogida de la fresa en Huelva, España, en el año 201645.

En 2018 es cuando se destapa por el medio alemán correctiv.org, las viola-
ciones y abusos sexuales en los campos andaluces46g. En este momento, el 
movimiento feminista de Huelva con Mujeres 24 Horas, apoyaron tal investi-
gación para darle difusión por la provincia. Entre otras evidencias, la Investi-
gación de correctiv.org hablabla del incremento en el número de abortos en 
la provincia durante la temporada fuerte del fruto rojo. 

44 El Anteproyecto de la denominada “Ley de Libertad Sexual” aborda con integridad todos los tipos 
de violencia que se producen contra las mujeres por el hecho de serlo, de conformidad con lo requeri-
do por el Comité de la CEDAW, estando en el centro del proyecto la noción de consentimiento para su 
correcta adecuación al Convenio de Estambul sobre violencia doméstica y violencia contra las mujeres. 
45 El Anteproyecto de la denominada “Ley de Libertad Sexual” aborda con integridad todos los tipos 
de violencia que se producen contra las mujeres por el hecho de serlo, de conformidad con lo requeri-
do por el Comité de la CEDAW, estando en el centro del proyecto la noción de consentimiento para su 
correcta adecuación al Convenio de Estambul sobre violencia doméstica y violencia contra las mujeres. 
46 El Anteproyecto de la denominada “Ley de Libertad Sexual” aborda con integridad todos los tipos 
de violencia que se producen contra las mujeres por el hecho de serlo, de conformidad con lo requeri-
do por el Comité de la CEDAW, estando en el centro del proyecto la noción de consentimiento para su 
correcta adecuación al Convenio de Estambul sobre violencia doméstica y violencia contra las mujeres. 
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“En Junio de 2018  es cuando se presenta Women’s Link y se pusieron en 
contacto con Mujeres 24h, con el SAT, con Antonio Abad. No se consiguió que 
prosperaran los 4 casos, a 3  de las mujeres no se les quiso renovar el permi-
so de residencia mientras el procedimiento de investigación estaba en curso. 
Eva Salazar, coordinadora Instituto de la Mujer (del PSOE) confesó que había 
estado recibiendo denuncias de varias jornaleras por cuestiones de abuso, 
pero no se le dió seguimiento porque el permiso de residencia llegaba a su 
fin. Carmen Arenas por CCOO tampoco hizo nada al respecto, a pesar de es-
tar en conocimiento”

Ángels Escrivá - Mujeres 24H.

Por otra parte, en 2018, seis trabajadoras de la Finca Doñana 98 denunciaron 
abusos laborales y violencia sexual, conocidas como Temporeras contra la 
esclavitud. Estas trabajadoras están representadas por AUSAJ (Asociación 
de Usuarios de la Administración de Justicia). 

“Las mujeres de Doñana 98  están aquí, y no sé dónde están, en qué provincia 
estarán, que están con los abogados de AUSAJ que son los que llevaban la 
causa, ese juicio dijeron que ya se había cerrado y desestimado todo y que 
no las habían creído, en ese juicio una representante de CCOO testificó a fa-
vor de la patronal y a favor de Doñana 98 , también inspectores de trabajo y 
la jueza no creyó a las mujeres, no las han dejado ni contar su testimonio, 
hasta hace relativamente poco. Han dicho que la causa está cerrada pero es 
mentira está todavía abierto.”

Ana Pinto - Jornaleras de Huelva en Lucha

En el asunto de las jornaleras de la Empresa Agrícola El Bosque, representa-
das por Women's Link, la última comparecencia en la causa laboral se cele-
bró el 23 de febrero de 2021 y se ha dictado sentencia. La causa penal está a 
la espera de juicio, habiendo presentado Women's Link y el Ministerio Fiscal 
escrito de acusación en el que piden cuatro años de cárcel para el agresor, 
tras reconocer cuatro delitos de acoso sexual y un delito de abuso sexual.
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Algunas de las trabajadoras que denunciaron estas violencias también reci-
bieron el apoyo de Jornaleras de Huelva en Lucha: 

“Fue un día horroroso, porque ese fue el día que las compañeras se escapa-
ron de Doñana 98, nos llegó la noticia y a nosotras se nos ocurrió ir a buscar 
a las compañeras, dejar la entrevista y todo, para atenderlas y prestarles 
nuestro apoyo. Las compañeras ese día durmieron en mi pueblo, la mitad en 
casa de mi madre, la otra mitad en casa de una vecina, claro, nos vimos en 
toda la pompa de la denuncia que habían puesto ellas, de contarnos cómo se 
sentían, de pasar horas con ellas, de que durmieran en nuestras casas por-
que ni siquiera tenían un sitio donde quedarse, y después de ver todo esto, 
¿cómo te quedas de brazos cruzados? Ahí fue donde se formó todo, y dijimos, 
vamos a tirar pa’lante con esto aunque a sabiendas de lo que va a ocurrir.” 

Ana Pinto - Jornaleras de Huelva en Lucha

Es necesario contextualizar que, según varias fuentes, las trabajadoras es-
taban amenazadas para no declarar contra su agresor. Esta intimidación les 
impide volver a Marruecos debido a la estigmatización por haber sido vícti-
ma de agresión sexual y, también, permanecer en Huelva por miedo:

“[...] salen huyendo de Huelva y acaban en Albacete. Primero están en Má-
laga y cuando ponen la denuncia el Juez las cita por teléfono de un día para 
otro. El abogado le dice que esto es imposible, -yo no puedo organizar dos o 
tres coches para llevar diez mujeres a Huelva a declarar, y volverme, porque 
tengo que pagarle un hotel, porque la tengo que llevar, etc. y esto se organiza 
con más tiempo. Mañana no podemos ir, se suspende la vista-.
Vuelve a haber una segunda citación, igual de jodida, no sé si la citaron coin-
cidiendo con el puente de la Constitución, sobre el siete de diciembre, como 
no puede ser piden declarar por videoconferencia”

“En toda esta historia, el dueño de la finca le había amenazado y hay un video 
grabado que lo cuenta. Le había amenazado que tenía videos de hombres sa-
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liendo y entrando en las viviendas durante la noche y que esos videos iban a 
ser enviados a las familias a Marruecos, para hacerlas pasar por putas. Esa 
amenaza de los videos las tienen, entonces cuando la mujer que tiene tanto 
miedo a contar la violación con toda la historia cultural que tienen, toda la 
culpabilidad. Una mujer violada en Marruecos es una mujer culpable.”

Conviene destacar el círculo de violencia, negación y culpas que entraña la 
violencia sexual. Que tales hechos se hayan consumado en un territorio ex-
tranjero, con una lengua desconocida, hace que la violencia sea más elevada. 

En el ínterin del procedimiento la representación de las trabajadoras de la 
Finca Doñana 98 considera, debido a los hechos relacionados con la violen-
cia sexual, y por recomendación psicológica, que las trabajadoras declaren a 
cara cubierta. La Ley Orgánica 1/2004 en relación con la Ley 27/2003 de 31 
de julio, para los supuestos de violencia contra las mujeres se recomienda 
que, a nivel procesal: “Durante la audiencia, el juez de guardia adoptará las 
medidas oportunas para evitar la confrontación entre el agresor y la víctima, 
sus hijos y los restantes miembros de la familia. A estos efectos dispondrá 
que su declaración en esta audiencia se realice por separado”47. El rechazo 
por parte de las instituciones de justicia de esta garantía procesal de solici-
tar medidas de protección para garantizar la seguridad, dignidad e intimidad 
durante el procedimiento evidencia a nuestro entender la misoginia impreg-
nada en los propios estamentos de acceso a la justicia. 

47 Ley Orgánica 1/2004 , de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género; 
Ley 27 /2003, de 31 de julio, reguladora de la Orden de protección de las víctimas de la violencia doméstica 
(artículo segundo, apartado cuarto)

Parte de la asistencia psicológica prestada a las temporeras migrantes que 
denunciaron la violencia sexual ha estado en manos de Esther Sanguiao 
Olivares que, en una entrevista comentó: "Lo están pasándolo realmente 
mal, con unos picos de ansiedad elevadísimos. Cuentan que han pasado 
hambre... Una, que ha tenido que prostituirse para poder comer. Un intento 
de violación a una mujer embarazada de cuatro meses. Y una violación con 
penetración vaginal. Los testimonios son terribles
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“Bueno, el caso es que el proceso judicial es otro, no se le toma declaración, de 
hecho a día de hoy todavía no han declarado ante el Juez. Porque cuando ellas 
piden declarar por videoconferencia, que es la alternativa que se le que es la 
alternativa que se le da, ellas quieren que se les apliquen los protocolos de 
protección a víctimas de trata y no quieren declarar a caras descubiertas. Ellos 
que plantean: mire Ud. yo cuando vaya a declarar al Juzgado de Albacete, habrá 
un Secretario del Juzgado, habrá una policía, que identificará, verá que soy yo 
quién va a declarar y estará mi identidad acreditada, qué problema hay en que 
yo me tapé el rostro por si ese cabrón accede a los videos y los mandan a Ma-
rruecos. El Juez dice que de ninguna de las maneras. Y entonces ellas dicen que 
si no es así no declaran y la causa está sobreseída provisionalmente, porque en 
el propio auto último de sobreseimiento el Juez deja abierta la posibilidad que 
cuando ellas quieran pongan fecha y hora para declarar…”

Perico Echevarría - La mar de Onuba, 2021

El estado actual de la cuestión penal de las temporeras que denunciaron la 
violencia sexual en la Finca Doñana 98, se encuentra en sobreseimiento pro-
visional en los Juzgados de la Palma del Condado, porque aún las trabajado-
ras han podido declarar48. Sin embargo, existe entre la patronal el discurso 
de que el juicio está cerrado y que no existe condena. Conviene resaltar en 
este punto la gran dificultad que supone la prueba en los casos de violencia 
sexual, que básicamente se limitan a la declaración de la víctima, de per-
sonas convivientes y en las pruebas físicas, que deben ser inmediatamente 
posteriores. Vemos cómo en este caso, la garantía del acceso a la justicia en 
relación al caso de violencia sexual se vuelve opaco, cuestión que se desa-
rrollará en el siguiente epígrafe. 

48 Auto Juzgado de Primera Instancia e Instrucción Núm.3 de La Palma del Condado. Procedimiento de dili-

gencias previas 553/2018.
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Durante las campañas de recogida de frutos en Andalucía, las temporeras 
migrantes se enfrentan a una multitud de obstáculos y retos, como hemos 
tenido ocasión de comprobar en este informe. De la condición de mujeres se 
derivan marcados estereotipos que dificultan aún más su desarrollo laboral 
y personal. A ello hay que sumar la condición de migrante, y el analfabetismo 
de la mayoría de ellas. Un bajo nivel educativo suele traducirse en peores 
condiciones laborales y mayor vulnerabilidad a la hora de enfrentar cual-
quier tipo de explotación. La situación es, sin ninguna duda, alarmante desde 
el punto de vista de los Derechos Humanos.
En este análisis hemos de distinguir dos situaciones marcadamente dife-
renciadas: por un lado, las vulneraciones de derechos humanos que tienen 
que ver con los derechos laborales y sociales, así como con los derechos y 
libertades que tienen los extranjeros en España según las leyes nacionales 
e internacionales.

Por otro lado, los casos de violencia sexual analizados arriba precisan un 
enfoque separado y específico. La gravedad de las conductas alegadas (aún 
no probadas) no pueden compararse a otros tipos de explotación. De probar-
se finalmente estas conductas en sede judicial, estaríamos frente a ataques 
violentos específicamente dirigidos contra mujeres por el hecho de serlo, 
con circunstancias como el abuso de poder, mediante.

Igualmente hemos de diferenciar en este análisis dos grupos de personas: 
las temporeras que son contratadas en origen y que, por tanto, tienen una 
situación administrativa regular y una autorización de residencia y trabajo 
en concordancia con su contrato laboral y, por otro, las mujeres migrantes 
que realizan de igual manera trabajos temporales en el campo andaluz sin 
estar sujetas al régimen de contratación en origen ni a ningún otro y, por tan-
to, en situación administrativa irregular. Hay que tener en cuenta que a este 
segundo grupo pertenecen la mayoría de personas migrantes que realizan 
trabajos esenciales en la agricultura española, siendo objeto de una explota-
ción flagrante.

Un análisis sostenido en el Derecho Internacional de los Derechos Huma-
nos nos lleva a realizar algunas consideraciones iniciales. En primer lugar, a 
afirmar la vigencia permanente y la imprescriptibilidad de dichos derechos. 
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En segundo lugar, la sujeción a las normas de Derechos Humanos que tienen 
los Estados cuando ratifican las distintas convenciones existentes. Mientras 
que son las personas quienes ostentan la titularidad de estos derechos, son 
los Estados quienes tienen la obligación de cumplir y promover los Derechos 
Humanos. Su incumplimiento puede acarrear consecuencias en el orden na-
cional e internacional. Además, la mayor parte de los tratados de Derechos 
Humanos cuentan hoy con órganos de control que permiten interponer de-
nuncias a los particulares, una vez hayan agotado la vía interna de sus juris-
dicciones sin obtener satisfacción de sus derechos.

1.  Marco normativo de Derechos Humanos en España

Para analizar concretamente el caso de las temporeras migrantes en 
Andalucía hemos de tener en cuenta el marco normativo nacional, regional 
e internacional. Además de estar vinculada a la protección de los derechos 
fundamentales insertos en la Constitución Española y otras normas de 
rango superior, España ha ratificado la mayor parte de tratados de Derechos 
Humanos, posicionándose en la Comunidad Internacional como un sujeto que 
promueve el avance de dichos derechos y, además, se obliga a cumplir con 
sus disposiciones. Además, el contexto regional de la Unión Europea y, más 
particularmente, del Consejo de Europa, sitúa a España en la vanguardia de la 
protección y promoción de los Derechos Humanos en el mundo. En el ámbito de 
la Unión Europea, hay que destacar que la Carta de Derechos Fundamentales 
de la UE (CDFUE) se convirtió en vinculante jurídicamente a partir de la entrada 
en vigor del Tratado de Lisboa (2009), teniendo hoy la misma validez jurídica 
de los Tratados. También en el ámbito que nos ocupa hay que subrayar la Carta 
comunitaria de los derechos sociales fundamentales de los trabajadores de 
1989, que incluye entre sus provisiones la protección social (artículo 10) o la 
mejora en las condiciones de vida y de trabajo (artículo 7 a 9). En el ámbito del 
Consejo de Europea, organización esencial en la promoción y defensa de los 
Derechos Humanos, hemos de considerar la Carta de Derechos Humanos y 
Libertades Fundamentales (1950), cobrando especial sentido en el caso que 
nos ocupa la consagrada Carta Social Europea (1961). España se encuentra 
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vinculada a todos los textos mencionados y, desde febrero de 2021 también 
ha ratificado la Carta Social Europea, cuestión que quedaba pendiente desde 
su modificación en el año 2000.

En el plano universal, España ha ratificado todas las convenciones de Dere-
chos Humanos a excepción de la Convención internacional sobre la Protec-
ción de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familia-
res, laguna que comparte con todos sus socios europeos y que supone una 
falla en su expediente internacional de promoción de Derechos Humanos.

2.  Derechos de las personas migrantes, laborales y sociales.

La contratación en origen está prevista en España por la Ley Orgánica 4/2000, 
cuyo artículo 39 regula la gestión colectiva de dicha contratación que realiza el 
Ministerio de Trabajo en colaboración con las Comunidades Autónomas. A ello 
hay que sumar el Reglamento 557/2011 y la Orden Ministerial que regula cada 
año las contrataciones. Como se desprende de la oferta de ANAPEC adjunta 
en este informe, las condiciones requeridas de las candidatas chocan frontal-
mente derechos humanos esenciales como la igualdad y no discriminación, al 
requerir perfiles de contratación muy concretos (franja de edad, sexo, meno-
res a cargo). Además el artículo 1 de la Orden Ministerial de 2020[1] establece 
la necesidad de que dichas ofertas sean “generales”. Se produce así una discri-
minación basada en estereotipos de género, igual que una discriminación por 
motivos de edad, cuya finalidad parece encontrarse en la no permanencia en 
territorio español y en la feminización del trabajo de recogida de frutos rojos.

Además, como ya se ha puesto de manifiesto, existen serios indicios sobre la 
firma de un segundo contrato en destino, que incluiría condiciones diferentes 
a las que se firma en origen. La necesidad de transparencia también se ve 
afectada por la no comprensión de los términos del contrato, afectando de 
nuevo al derecho a la no discriminación por razones de origen social, claúsu-
la inserta en todos los textos protectores de Derechos Humanos. Igualmente 
la no comprensión adecuada de los términos de un contrato es, en general, 
un vicio del consentimiento que deviene en la anulabilidad del mismo.
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La feminización del trabajo de recogida de frutos rojos responde a estereoti-
pos de género, que van en contra de lo establecido en la Convención para la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW), 
violándose en la contratación en origen de las mismas en los artículos 1, 5, 
11. El artículo 1 relativo al concepto de “discriminación contra la mujer” de-
fine el mismo como toda distinción, exclusión o restricción basada en el sexo 
que tenga como menoscabar derechos. El artículo 5 impone a los Estados 
la necesidad de eliminar “los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y 
de cualquier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o 
superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de 
hombres y mujeres;”. En este sentido una oferta de trabajo dirigida específi-
camente a mujeres con cargas familiares, con base en una supuesta mayor 
destreza de las féminas en la delicada tarea de recogida de frutos, responde 
inequívocamente a la asunción de un estereotipo que resulta en discrimina-
ción de género.

Además, el artículo 11 de la Convención relativo a la discriminación en el ám-
bito del empleo, establece la necesaria “aplicación de los mismos criterios 
de selección en cuestiones de empleo;”, además de deber incluir servicios 
sociales de apoyo que faciliten la conciliación familiar. Otras Convenciones 
de Derechos Humanos como el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales incluyen la obligación de establecer igualdad en el ám-
bito laboral, eliminando estereotipos y desvalores hacia las mujeres.

En el artículo 42.2 de la LO 4/2000 se establece la obligación de que a las 
personas trabajadoras de temporada se les garantice un alojamiento en 
condiciones de dignidad e higiene adecuada. Provisión que viene reforza-
da en la Orden GECCO de 2021, añadiendo las circunstancias especiales 
derivadas de la pandemia de SAR-CoV-2 y estableciendo la obligación de 
la empresa de proveer “la puesta a disposición del trabajador de un aloja-
miento adecuado durante la vigencia del contrato de trabajo que reúna las 
condiciones previstas en la normativa en vigor, así como en las recomenda-
ciones sanitarias. En todo caso, deben quedar garantizadas la habitabilidad 
e higiene del alojamiento”. 
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Si bien las fincas en las que son alojadas las temporeras parecen reunir con-
diciones mínimas de habitabilidad, hay que destacar que no cumplen con 
las exigencias derivadas de la situación sanitaria impuesta por la pandemia. 
Igualmente, las soluciones habitacionales son más que insuficientes como 
se puede apreciar en las imágenes cedidas para este informe. La gratuidad 
de la vivienda ha sido respetada convenientemente por la empresas, si bien 
aún quedan dudas sobre los gastos de agua, luz y gas, pues existen algu-
nos testimonios que aseguran que en ocasiones han sido sufragados por las 
temporeras, como se indica en apartados anteriores de este informe.

Por otro lado, hay que destacar la situación que atraviesan las mujeres mi-
grantes temporeras irregulares que, contraviniendo la Orden GECCO y el res-
to del marco normativo sobre contratación en origen, deciden permanecer en 
el país una vez terminado su permiso estancia y residencia, así como su con-
trato. En estos casos la infravivienda localizada en diversos asentamientos 
de las provincias de Huelva y Almería se caracteriza por la ausencia mínima 
habitabilidad, así como la peligrosidad e insalubridad que, sin embargo, no 
logra evitar la inoperancia de las instituciones locales, autonómicas y nacio-
nales. La continua propagación de incendios en las zonas de asentamientos 
irregulares pone el foco de atención en una situación humanitaria que precisa 
urgente atención por parte de las autoridades competentes. Si bien las per-
sonas que habitan dichos asentamientos carecen de regulación administrati-
va para permanecer en España, hay que tener en cuenta que son igualmente 
destinatarias y titulares de Derechos Humanos que incluyen el derecho a una 
vivienda digna, derecho no subjetivo que requiere que las autoridades garan-
ticen las condiciones adecuadas para poder optar a una de ellas. En el mismo 
sentido, es necesario subrayar que dichas personas siguen trabajando para 
las explotaciones agrícolas, y son las empresas quienes contribuyen a su 
explotación y su permanencia en el territorio en grave situación humanitaria.

Como reconoce la Recomendación General nº 26 del Comité de la CEDAW 
sobre las trabajadoras migratorias “la falta de regulaciones para garantizar 
su seguridad tanto en sus puestos de trabajo como durante el trayecto entre 
éstos y sus lugares de alojamiento puede también causar dificultades. En los 
casos en que se les proporciona alojamiento, especialmente en ocupaciones 
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que emplean sobre todo mujeres, como las fábricas y explotaciones agríco-
las y el servicio doméstico, las condiciones de vida pueden ser inaceptables 
y caracterizarse por el hacinamiento y la falta de agua corriente, servicios 
sanitarios adecuados, privacidad e higiene, circunstancias que pueden con-
currir tanto en las temporeras contratadas en origen como en las que traba-
jan en situación irregular.

Siguiendo con el acceso a la sanidad, hay que destacar que la normativa 
española no está en consonancia con diversas disposiciones de Derechos 
Humanos en las que se exige la garantía del acceso a la sanidad por parte 
de todas las personas trabajadoras. Como se ha puesto de manifiesto en el 
informe, existen deficiencias en el acompañamiento y facilitación del acceso 
a la sanidad pública, lo que además ha generado consecuencias negativas 
para la continuidad del empleo y su renovación en campañas posteriores. 
La terminación anticipada del contrato con causa en problemas de salud 
que, además frecuentemente están relacionados con el propio trabajo, va en 
contra de toda normativa laboral nacional e internacional. De las entrevistas 
realizadas se deduce que esta es una práctica habitual que, cuando no resul-
ta en terminación anticipada del contrato, se traduce en no renovación para 
las campañas posteriores.

Otro de los puntos más relevantes que afecta a las temporeras es el de acceso 
a la justicia. Si bien se analizará detenidamente en el apartado posterior 
relativo a la violencia sexual, hay que destacar que es un principio básico 
del Estado de Derecho y un Derecho Humano. Este se recoge tanto en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, como en el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos como en la CEDAW, entre otros. Naciones Unidas 
ha promovido con énfasis el acceso a la justicia de todas las personas, con 
especial ahínco en los procesos penales. Prueba de ello son los Principios y 
Directrices de las Naciones Unidas sobre el acceso a la asistencia jurídica en 
los sistemas de justicia penal49, que establecen la necesidad de dotar de un 
enfoque de género a la asistencia jurídica en todas sus fases. En este sentido, 
ya ha sido puesto de manifiesto en esta investigación, los obstáculos y falta 

49  https://www.un.org/development/desa/disabilities/wp-content/uploads/sites/15/2020/10/Access-to-
Justice-SP.pdf. 

https://www.un.org/development/desa/disabilities/wp-content/uploads/sites/15/2020/10/Access-to-Justice-SP.pdf
https://www.un.org/development/desa/disabilities/wp-content/uploads/sites/15/2020/10/Access-to-Justice-SP.pdf
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de información que tienen las migrantes temporeras cuando se comete un 
delito contra ellas. La falta de asesoramiento jurídico es, sin lugar a dudas, 
una vulneración del derecho de acceso a la justicia, que podría dar lugar a la 
posibilidad de incoar los procedimientos correspondientes ante los órganos 
internacionales de derechos humanos. Esta situación puede tener lugar 
tanto en la vulneración de los derechos laborales, como en la perpetración 
de cualquier otro delito, como aquellos denunciados de violencia sexual. 

La necesidad de comprender cuáles son los derechos que las asisten es fun-
damental y debe proveerse con urgencia, para corregir una situación asimé-
trica de desigualdad social. Si las empresas deciden contar en sus campañas 
con personas con un bajo nivel formativo, en un alto porcentaje con analfa-
betismo, es obligado dotar a estas trabajadoras de una mínima formación en 
derechos humanos y laborales. Si no conocen los derechos que les asisten, 
no pueden reclamar posibles vulneraciones, y esto es un ciclo negativo de 
denegación de acceso a la justicia.

3. La violencia sexual como violación de los Derechos Humanos en el caso 
de las temporeras migrantes en Andalucía

Los Derechos humanos de las mujeres dotan a estas de herramientas es-
pecíficas para eliminar la discriminación de género. Cuando hablamos de 
violencia hemos de entender que ésta lleva consigo la vulneración de una 
multiplicidad de Derechos Humanos. Desde valores superiores como el de-
recho a la vida, la prohibición de la tortura, la integridad física y la dignidad 
hasta la libertad sexual o el derecho a una vida privada y familiar, el derecho 
a la libertad y seguridad personales. Igualmente, en virtud de la CEDAW, a las 
mujeres nos asiste el derecho a decidir el número de hijos y el libre desa-
rrollo de la personalidad. Todos estos derechos se encuentran incluidos en 
la CEDAW y, cuando se trata de Derechos Humanos generales, en todas las 
Convenciones de Derechos Humanos.
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Igualmente, en el ámbito que nos ocupa, es de aplicación en Convenio de 
Estambul sobre violencia doméstica y violencia contra las mujeres. A ello 
hay que sumar las Recomendaciones Generales nº 12 y nº 19 del Comité de 
la CEDAW, exigen un alto compromiso por parte de los Estados para hacer 
cumplir las disposiciones arriba expuestas que protegen a las mujeres de 
la violencia.

Precisamente en la Recomendación nº 19 del Comité de la CEDAW y en el 
Convenio de Estambul se establece la doctrina de la diligencia debida, con-
sagrada ya tanto en el panorama internacional como en el nacional. En vir-
tud de esta doctrina, los Estados (destinatarios de los Derechos Humanos), 
son responsables de los actos cometidos por particulares si, de haber ac-
tuado con la debida diligencia, pudieron haberlos evitado (Opuz c. Turquía, 
Jabari c. Turquía, Bevacqua y S. contra Bulgaria, entre otros). Esto conlleva 
para los Estados obligaciones de prevención, protección, apoyo e inves-
tigación, conductas todas que brillan por su ausencia en el caso que nos 
ocupa. Esta doctrina protege especialmente a las mujeres, ya que son ellas 
las que sufren frecuentemente violencia por parte de actores privados. Sin 
embargo, esto no elimina la posibilidad de que el Estado sea responsable 
de dichas conductas.

Las flagrantes deficiencias que han enfrentado las temporeras en el acceso 
a la justicia en los casos denunciados de violencia sexual, apuntan a una 
omisión por parte de las instituciones de la diligencia debida, faltando a prin-
cipios básicos como la igualdad ante la ley. La marcha de las temporeras a 
su lugar de origen con la causa abierta no debe ser óbice para proceder a la 
tutela judicial efectiva de sus derechos.

Igualmente, en los casos de violencia sexual asisten a las supuestas víctimas 
protocolos de protección que, en consonancia con las normas provenientes 
del Derecho Internacional, como las “Reglas de Procedimiento y Prueba” del 
Estatuto de la Corte Penal Internacional, debe ser inspiradoras de nuestro 
sistema. El artículo 43.6 indica la necesidad de proveer “medidas de protec-
ción y dispositivos de seguridad” así como la obligación de prestar asesora-
miento y asistencia con un enfoque sensible al género. La Recomendación 
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General nº 33 del Comité de la CEDAW sobre el acceso a la justicia, estable-
ce que los Estados deben garantizar “que los profesionales de los sistemas 
de justicia tramiten los casos teniendo en cuenta las cuestiones de género”. 
Concretamente para el caso que nos ocupa, la Recomendación General nº 33 
exige que los Estados “eliminen los obstáculos lingüísticos proporcionando 
servicios independientes de interpretación y traducción profesional cuando 
sea necesario, y proporcionen asistencia individualizada para mujeres anal-
fabetas a fin de garantizar la plena comprensión de los procesos judiciales y 
cuasi judiciales” y establezcan “centros de atención integral” accesibles para 
todas las mujeres.

En cuanto a las normas probatorias, las Reglas de Procedimiento y Prueba 
de la Corte Penal Internacional recogen múltiples herramientas de protec-
ción de la identidad, lo que es igualmente aplicable para la Recomendación 
General nº 33 al establecer que:

“Cuando sea necesario para proteger la privacidad, seguridad y otros dere-
chos humanos de las mujeres, garanticen que, de conformidad con los prin-
cipios de un juicio justo, los procedimientos jurídicos se puedan realizar de 
manera privada en todo o en parte, o se pueda prestar testimonio desde lu-
gares remotos o mediante equipo de telecomunicaciones, de tal modo que 
sólo las partes interesadas tengan acceso a su contenido. También debe per-
mitirse el uso de seudónimos u otras medidas para proteger sus identida-
des durante todas las etapas del proceso judicial. Los Estados partes deben 
garantizar la posibilidad de tomar medidas para proteger la privacidad y la 
imagen de las víctimas, prohibiendo la captura y transmisión de imágenes, 
en casos en que ello pueda violar la dignidad, la condición emocional y la se-
guridad de niñas y mujeres;”.

Y que además:

“Protejan a las mujeres querellantes, testigos, demandadas y reclusas con-
tra amenazas, hostigamiento y otras clases de daños durante y después de 
las actuaciones judiciales y proporcionen los presupuestos, recursos, orien-
taciones y vigilancia, así como los marcos legislativos necesarios para ga-
rantizar que las medidas de protección funcionen de manera efectiva”.
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En cuanto a las medidas específicas a tener en cuenta en el ámbito del dere-
cho penal, la Recomendación General nº 33 establece que los Estados deben 
tomar medidas para “crear un entorno de apoyo que aliente a las mujeres a 
reclamar sus derechos, denunciar delitos cometidos contra ellas y participar 
activamente en los procesos de la justicia penal; y tomen medidas para pre-
venir las represalias contra las mujeres que recurren al sistema de justicia”.

Otra cuestión que tiene gran relevancia en los supuestos abusos y agresiones 
sexuales a las temporeras migrantes, es la del consentimiento. Como ya se 
ha puesto de manifiesto, la prueba de la violencia sexual es tremendamente 
complicada. No sólo por la dificultad de obtener pruebas físicas o, incluso, 
testificales, sino por la consideración del consentimiento en los sistemas de 
derecho penal. 

En este sentido, hay que recurrir de nuevo al marco internacional que obliga 
a España, en concreto el Convenio de Estambul, que sobre el consentimiento 
establece que “El consentimiento debe prestarse voluntariamente como ma-
nifestación del libre arbitrio de la persona considerado en el contexto de las 
condiciones circundantes”. Tendencia que está consagrada igualmente en las 
Reglas de Procedimiento y Prueba de la Corte Penal Internacional, que deben 
informar a nuestro sistema penal. La Regla 70 establece los Principios de la 
prueba en casos de violencia sexual:

“a) El consentimiento no podrá inferirse de ninguna palabra o conducta de la víc-
tima cuando la fuerza, la amenaza de la fuerza, la coacción o el aprovechamiento 
de un entorno coercitivo hayan disminuido su capacidad para dar un consenti-
miento voluntario y libre;

b) El consentimiento no podrá inferirse de ninguna palabra o conducta de la vícti-
ma cuando ésta sea incapaz de dar un consentimiento libre;

c) El consentimiento no podrá inferirse del silencio o de la falta de resistencia de 
la víctima a la supuesta violencia sexual;

d) La credibilidad, la honorabilidad o la disponibilidad sexual de la víctima o de un 
testigo no podrán inferirse de la naturaleza sexual del comportamiento anterior 
o posterior de la víctima o de un testigo.”
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Todas estas normas deben tenerse en cuenta en la situación que las tem-
poreras migrantes en Andalucía, pues como parecen indicar los testimo-
nios de las protagonistas, no han sido suficientemente atendidas en lo 
relativo a la responsabilidad penal por los hechos denunciados de abuso 
y agresión sexual, y que aún se encuentran pendientes en sede judicial o 
sobreseídos provisionalmente.

Teniendo en cuenta todos los elementos comentados, es bastante acertado 
acudir a organismos internacionales que ayuden a cumplir con las exigen-
cias de acceso a la justicia que parecen estar siendo inaplicadas. Es por ello 
que, en lo relativo al caso concerniente a la Agrícola El Bosque, la organiza-
ción Women’s Link ha remitido información a los relatores especiales del Se-
cretario General y Grupos de Trabajo de las Naciones Unidas implicados en la 
promoción de los derechos cuya vulneración se estima en el presente caso50. 

Por este motivo, hemos de permanecer atentas a los resultados de los in-
formes venideros en dichos organismos, fruto del trabajo de esta valiosa 
organización de defensa de los derechos de las mujeres, teniendo en cuen-
ta también que el caso se encuentra pendiente de pronunciamiento judicial 
en España.

En cuanto al caso de Doñana 98, las trabas en el acceso a la justicia de las 
mujeres parecen más que evidentes, así como la vulneración por parte de los 
órganos jurisdiccionales de las medidas aquí comentadas, que manan de las 
obligaciones de España con respecto a tratados internacionales. Así pues, es 
urgente que se las denunciantes puedan comparecer y declarar con todas 
las garantías que establece el marco nacional e internacional, sin que medie 
sesgo de género alguno en la concepción de la justicia. Pues son principios y 
normas de justicia las que las amparan.

[1] Orden ISM/1289/2020, de 28 de diciembre, por la que se regula la gestión 
colectiva de contrataciones en origen para 2021.

50 https://www.womenslinkworldwide.org/files/3119/organismos-de-la-onu-ante-los-que-se-ha-presenta-
do-la-comunicacion.pdf. 

https://www.womenslinkworldwide.org/files/3119/organismos-de-la-onu-ante-los-que-se-ha-presentado-la-comunicacion.pdf
https://www.womenslinkworldwide.org/files/3119/organismos-de-la-onu-ante-los-que-se-ha-presentado-la-comunicacion.pdf


IX. PROPUESTAS
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• Para cumplir con el marco normativo nacional e internacional es indispen-
sable que se elimine todo perfil de las ofertas de empleo de contratación 
en origen. Es especial, aquellas que no guardan relación con el desempeño 
del trabajo como tener menores a cargo, o encontrarse en una determinada 
franja de edad. Igualmente, el hecho de ser mujeres no debe determinar una 
oferta de empleo de estas características.

• Es imprescindible que la información ofrecida a las trabajadoras temporeras 
marroquíes se haga en su idioma, antes de ser trasladadas al Estado Español. 
Esto requiere no solo que se les lea la oferta de ANAPEC, sino que se les expli-
que de forma que puedan comprender en toda su complejidad y magnitud en 
qué consiste la orden GECCO y cuales son sus derechos y sus deberes. Para 
velar porque la información se preste de forma comprensible sería necesaria 
la presencia de personas intérpretes y mediadoras que no tuvieran una rela-
ción laboral con la Patronal para así, eliminar conflictos de intereses.

• Integración social e iniciación al español: Las personas trabajadoras que 
repiten año tras año estancias en Huelva, deberían poder optar a tener un 
nivel básico de español para disminuir su vulnerabilidad que les permita rea-
lizar su periodo laboral en un marco de derechos, así como poder atender a 
formaciones y sensibilizaciones. Es responsabilidad de las empresas pro-
veer a las temporeras de un entendimiento mínimo de cuáles son sus dere-
chos laborales, sociales y personales.

• En la información previa proporcionada a las trabajadoras también sería 
conveniente incluir material audiovisual que les permita visualizar los aloja-
mientos donde quedarán hospedadas, la distancia entre dichos alojamientos 
y los centros urbanos más cercanos. 

• Del mismo modo, parece urgente formar a los trabajadores de las explota-
ciones agrarias en Derechos Humanos, perspectiva de género y libertad se-
xual. La realización de cursos de género debería ser una herramienta reivin-
dicada por los propios sindicatos que se encuentran en el terreno, para poder 
formar a todas las personas que conviven laboralmente con las temporeras.
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• La mediación: las personas mediadoras tendrían que tener un marco de neu-
tralidad, no siendo únicamente contratadas por las empresas del sector. Es 
imprescindible que el Estado asegure una mediación con figuras independien-
tes no vinculadas al sector empresarial y que aporten un acompañamiento.

• Se recomienda habilitar un teléfono para denuncias en el sector laboral 
agrario dónde trabajan migrantes.

• Inspecciones: es fundamental reforzar las inspecciones laborales en las 
campañas. Estas inspecciones no sólo deberían velar por los derechos de 
las personas contratadas en origen, sino por los demás grupos de personas 
migrantes que viven en una situación humanitaria desastrosa a la que siguen 
contribuyendo las empresas, las cooperativas agrícolas y las instituciones 
que muestran una total pasividad.

• Es urgente permitir el acceso a las fincas a asociaciones que trabajan en 
el área de la protección de los derechos de las mujeres migrantes para velar 
por el cumplimiento de sus derechos. La poca transparencia sobre las con-
diciones en las que viven las temporeras hacen difícil un análisis sosegado y 
profundo de su situación.

• Consideramos urgente que el Convenio del Campo de Huelva esté actualizado a 
este año 2021. En este sentido, y conscientes de la limitación que el ET impone en 
cuanto a la negociación colectiva por parte de los sindicatos mayoritarios, entende-
mos que las voces de las jornaleras organizadas deben estar presentes en las ne-
gociaciones. Sus voces son las más legitimadas para negociar sus propios derechos. 

• Es necesaria una reforma agraria completa que dignifique a las personas 
trabajadoras del campo. Que les reconozca derechos laborales en sintonía 
con la soberanía alimentaria, con el cuidado del medio, con los Derechos Hu-
manos y con la perspectiva de género.

• Es urgente mejorar el acceso a la justicia de las migrantes temporeras, en 
cada uno de sus elementos. Igualmente, hay que seguir poniendo el énfasis 
en la deconstrucción de estereotipos machistas en las instituciones judiciales.



X. CONCLUSIONES
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La actividad de recogida de frutos es una actividad esencial y altamente lucra-
tiva para el Estado Español. En este marco, la contratación en origen de muje-
res temporeras tiene que ofrecer garantías claras en el acceso a sus derechos 
económicos y sociales. El Estado es el máximo garante y responsable de ello.

Gran parte de los colectivos especializados en la protección de los derechos 
de las personas migrantes que hemos entrevistado para este informe han 
denunciado de forma clara que existe una dejación de funciones de control 
por parte de las Administraciones Públicas a todos los niveles: locales, au-
tonómicas y nacionales: la falta de información en el origen sobre los con-
tratos, los cambios en la duración de la estancia, la falta de una mediación 
independiente de las personas migrantes, la falta de un apoyo en el idioma 
español para que las temporeras puedan, además de desarrollar su labor, 
tener un trato digno y no simplemente utilitario o comercial, son algunos de 
los ejemplos de un trato discriminatorio de estas mujeres.

La venida de las migrantes temporeras a Andalucía en las campañas de re-
cogida de los frutos rojos supone una fuente moderada de ingresos para sus 
familias, pero no una mejora significativa en su situación socio-económica, 
pues ellas tienen ya de partida un perfil de alta vulnerabilidad de Marruecos. 
Su elevada tasa de analfabetismo es, sin lugar a dudas, su mayor vulnerabili-
dad. Ante esta circunstancia, hay que poner de manifiesto la nula emancipa-
ción que supone para estas mujeres la migración temporal a nuestro país. La 
ausencia total de mecanismos de formación, sensibilización y capacitación 
da al traste con toda posibilidad de mejora en su situación de origen. Este fue 
el estandarte mayor de un sistema de contratación en origen que no deja de 
ofrecer en el exterior de nuestras fronteras lo que las personas trabajadoras 
en España rechazan por la precariedad de las condiciones. Si el sistema no 
es capaz de ofrecer una mejora en las vidas de estas mujeres está errando 
doblemente: por un lado, se equivoca concienzudamente al ofrecer condicio-
nes por debajo de un mínimo umbral del país de destino, lo que posibilita que 
existan trabajadoras “de segunda” que vengan de entornos más desfavore-
cidos. Por otro lado, falla estrepitosamente al considerarse un sistema que 
favorece el desarrollo de dichas regiones. 
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Las mujeres migrantes temporeras que vienen a Andalucía han experimen-
tado condiciones precarias, aislamiento social, falta de entendimiento en to-
dos los extremos de su situación laboral, vulneraciones a sus derechos más 
básicos, precarización y, en último extremo, violencia basada en el género 
(aún por probar) realizadas en el entorno laboral sin apoyo alguno por parte 
de los Sindicatos (como su nombre indica: de trabajadores).

Las mejoras introducidas por la Patronal en las últimas campañas son loa-
bles, pero al mismo tiempo insuficientes. De igual manera han sido insufi-
cientes las medidas tomadas con ocasión de la pandemia. Un trabajo esencial 
que no ha requerido condiciones especiales para sus trabajadoras precarias.
Las continuas vulneraciones de Derechos Humanos a los que se ven expues-
tas las mujeres migrantes temporeras en Andalucía deben ser atendidas por 
las instituciones nacionales e internacionales. En este sentido, es urgente 
atajar la desastrosa situación humanitaria que viven migrantes en situación 
irregular en los llamados “asentamientos” de Huelva y Almería. En concreto, 
estas mujeres viven una situación que queda lejos de la precariedad laboral 
que, todo parece indicar, las deja expuestas a las redes de trata de personas 
y explotación laboral y sexual, lo que deberá ser objeto de investigación se-
parada y profunda. Así, las informaciones analizadas en este Informe pare-
cen ser sólo la punta del iceberg de un sinfín de vulneraciones a los Derechos 
Humanos de las mujeres migrantes en situación irregular.

 



XII. BIBLIOGRAFÍA



83

Castillero, Soledad. “Producción alimentaria intensiva, migraciones y género: la industria 
del fruto rojo en la provincia de Huelva, España”. Maguaré 34, 2: (Preprint). DOI: https://doi.
org /10.15446/mag.v34n2.92582

Comisión Europea. (2007, mayo 16). Comunicación de la Comisión al Consejo, al Parla-
mento Europeo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las Regiones sobre 
migración circular y asociaciones de movilidad entre la Unión Europea y terceros países. 
EUR-Lex. https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=celex%3A52007DC0248

Comparar economía países: Marruecos vs España. (n.d.). Datos Macro. https://datosma-
cro.expansion.com/paises/comparar/marruecos/espana?sc=XE34
Convención internacional sobre la protección de los derechos de todos los trabajadores 
migratorios y de sus familiares. (n.d.). https://www.ohchr.org/sp/professionalinterest/pa-
ges/cmw.aspx

Echevarría, P. (n.d.). Esther Sanguiao, psicóloga de las ‘temporeras contra la esclavitud’: 
«Están derrumbadas tras reencontrarse en el juzgado con su presunto agresor». La Mar de 
Onuba. http://revista.lamardeonuba.es/esther-sanguiao-psicologa-de-las-temporeras-
contra-la-esclavitud-estan-derrumbadas-tras-reencontrarse-en-un-juzgado-de-huelva-
con-su-presunto-agresor-y-que-ni-el-fiscal-pidiera-interrogarlas/

Echevarría, P. (2020, febrero 11). ¿Fraude masivo?: El 99,9 % de los contratos en origen 
de mujeres marroquíes en la campaña de frutos rojos 2019 incumplía lo estipulado en la 
Orden GECCO. La Mar de Onuba. http://revista.lamardeonuba.es/contratacion-en-origen-
de-trabajadoras-marroquies-fraude-masivo-o-caos-administrativo/

Echevarría, P., & Correctiv. (n.d.). “Él viene por la tarde”: violaciones, maltrato físico y ex-
plotación laboral en los campos onubenses, el sur de Italia y Marruecos. La Mar de Onuba.

EuropaPress. (2020, junio 10). Récord de exportaciones de frutos rojos, con 475 millo-
nes en el primer trimestre de 2020. EuropaPress. https://www.europapress.es/esanda-
lucia/huelva/noticia-record-exportaciones-frutos-rojos-475-millones-primer-trimes-
tre-2020-20200610141705.html

FAO. (2010-2011). Estado Mundial de la Agricultura y la Alimentación. Las mujeres en 
la agricultura. Cerrar la brecha de género en aras del desarrollo. http://www.fao.org/3/
i2050s/i2050s.pdf



84

Filigrana, P. (2019, marzo 27). Vuelven las jornaleras marroquíes de la fresa. Aislamiento, 
desconocimiento del idioma y miedo a perder un salario tres veces mayor que en su país 
convierten a estas trabajadoras en blanco de abusos. Ctxt. https://ctxt.es/es/20190327/
Politica/25171/Pastora-Filigrana-recolectoras-fresas-marroquies-abusos-explotacion.
htm

FRESHUELVA. (2017). El boom de los frutos rojos en España. Distribución y Consumo, 33, 
33-35. https://www.mercasa.es/media/publicaciones/235/1500931766_El_boom_de_
los_frutos_rojos_en_Espana.pdf

HCP. (2021, marzo 9). NOTE D’INFORMATION DU HAUT-COMMISSARIAT AU PLAN À 
L’OCCASION DE LA JOURNÉE INTERNATIONALE DES FEMMES DU 8 MARS 2021. HCP. 
https://www.hcp.ma/Note-d-information-du-Haut-Commissariat-au-Plan-a-l-occasion-
de-la-journee-internationale-des-femmes-du-8-mars-2021_a2670.html

ICEX España Exportación e Inversiones. (n.d.). Ficha país. Marruecos 2020. ICEX. https://
www.icex.es/icex/es/navegacion-principal/todos-nuestros-servicios/informacion-de-
mercados/paises/navegacion-principal/el-mercado/estudios-informes/DOC2016645950.
html?idPais=MA

INTERFRESA. (2021, marzo 22). Análisis del sector de la fresa de Andalucía por parte de 
Interfresa. Facebook. https://www.facebook.com/Interfresa/videos/1084961238691876/

Laghdas, M. (2017). La mujer marroquí y los objetivos de desarrollo del milenio. Barataria: 
revista Castellano-Manchega de Ciencias Sociales, 22, 67-80.
Libre Entreprise. (2021, marzo 31). ANAPEC: Presentación de los resultados del proyecto 
IRTIQAA. Libre Entreprise. https://libreentreprise.ma/flash/anapec-presentation-des-re-
sultats-du-projet-irtiqaa/

Martínez Escamilla, M. (2020, abril). Las «devoluciones en caliente» tras la sentencia de la 
Gran Sala TEDH, de 13 febrero 2020 (N.T. y N.D. vs España) *. Revista Jueces para la Demo-
cracia. Información y debate, 61-71.

Martinez Valer, L. (2020, junio 3). Women’s Link Worldwide pide a la ONU que inves-
tigue de manera urgente las vulneraciones de derechos humanos que sufren las tra-
bajadoras migrantes de la fresa en España. Women’s Link Worldwide. https://www.
womenslinkworldwide.org/informate/sala-de-prensa/women-s-link-worldwide-pide-a-



85

la-onu-que-investigue-de-manera-urgente-las-vulneraciones-de-derechos-humanos-
que-sufren-las-trabajadoras-migrantes-de-la-fresa-en-espana

Miñarro Yanini, M. (2019). La acción convencional en el sector de recolección de frutos ro-
jos. Nuevos marcos de integración para erradicar los abusos contra las inmigrantes. Temas 
laborales: Revista andaluza de trabajo y bienestar social, 149, 101-123. https://dialnet.
unirioja.es/servlet/articulo?codigo=7222067

Moreno Nieto, J., & Hellio, E. (2017). Las jornaleras de la fresa en Andalucía y Marruecos. 
Hacia un análisis feminista de la globalización agroalimentaria. Soberanía alimentaria, 
Amasando la realidad(30), 10-14. https://issuu.com/gustavoduch/docs/sabc_n30_issuu

Moreno Nieto, J., & Hellio, E. (2020, febrero 19). Contrataciones en origen, deslocalización 
productiva y feminización del trabajo en la fresicultura del norte de Marruecos y el sur de 
España. Una historia en común. CCSD. https://hal.archives-ouvertes.fr/hal-01793010

Oficina Económica y Comercial de España en Rabat. (2021, febrero). Informe económico y 
comercial. Marruecos. Secretaría de Estado de Comercio.

Palumbo, L., & Sciurba, A. (2018, mayo). The vulnerability to exploitation of women mi-
grant workers in agriculture in the EU: the need for a Human Rights and Gender based 
approach. Committees European Parliament. https://www.europarl.europa.eu/RegData/
etudes/STUD/2018/604966/IPOL_STU(2018)604966_EN.pdf

Pascale Müller, S. P. (2018, abril 30). Vienen por la noche. Correctiv. https://correctiv.org/
top-stories/2018/04/30/er-kommt-am-abend/

Romero Villadóniga, J. C. (n.d.). Lugares inestables. Neoesclavismo en el siglo XXI en 
los campos freseros onubenses en España. Migraciones Internacionales, 11. https://doi.
org/10.33679/rmi.v1i1.1858

Rubio, S. (2020, Agosto 19). Labrando desde la raíz. La mujer rural.  
https://www.lamujerrural.es/labrando-desde-la-raiz/
Women´s Link, Resumen Ejecutivo “Temporeras marroquíes en la agricultura onubense. 

Condiciones de trabajo y estancia de las trabajadoras contratadas en origen”, 2019.

https://www.lamujerrural.es/labrando-desde-la-raiz/


ANEXOS
-

LOS 
DERECHOS
HUMANOS

-
DE LAS 

MUJERES
MIGRANTES

TEMPORERAS
EN ANDALUCÍA

MINISTERIO
DE ASUNTOS EXTERIORES, UNIîN EU ROPEA
Y COOPERACIîN

SECRETARêA DE ESTADO
DE ASUNTOS EXTERIORES
Y PARA IBEROAMƒRICA Y EL CARIBE

DIRECCIîN GENERAL DE N ACIONES 
UNIDAS, ORGANISMOS INTERNACIONALES 
Y DERECHOS HUMANOS



87

ANEXO I
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ANEXO II

Tablas cedidas por La mar de Onuba. Información del Portal de Transparencia. 

Tabla 1 (Fuente Ministerio de Trabajo)

Tabla 2 (Fuente: Ministerio de Trabajo)
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Respuesta de la Inspección de Trabajo a Jornaleras de Huelva en Lucha 
sobre el trabajo a destajo, cedida por JHL:

ANEXO III
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ANEXO TRADUCCIÓN DE LA OFERTA DE ANAPEC
51

Se selecciona:
Trabajadoras agrícolas de temporada (Mujeres) 
Lugar de trabajo: Huelva • España

Condiciones requeridas de las candidatas:
• Edad entre 25 y 45 años.
• Justificar una experiencia profesional en el área agrícola. 
• Residir en una zona rural.
• Estar en buena salud.
• Ser madre a cargo de niños menores.

51  TRADUCCIÓN REALIZADA POR HOUDA BENCHMARK PARA ESTE INFORME
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Naturaleza del trabajo:
Recoger los frutos rojos: fresas, frambuesas… 
Conditiones de trabajo:
• Contrato de trabajo a duración determinada de 3 meses. 
• Periodo de prueba de 15 días.
• Salario neto : 37 euros por día. 
• Número de horas trabajadas por día : 6 horas y media heures con pausa  
   de media hora.
• Descanso semanal: 1 día. 
• Alojamiento asegurado por el empleador.
• Desplazamiento al lugar de residencia es asegurado por el empleador. 

IMPORTANTE 
Los documentos necesarios para la inscripción:
• Certificado de Identidad Nacional (CIN) con una copia con el número de 
   teléfono de la candidata. 
• Documento que testifique la situación familiar : contrato de matrimonio, 
   contrato de divorcio, certificado de fallecimiento del esposo
• Libro de familia, con una copia para las candidatas a cargo de hijos menores. 

NB: La presencia personal es obligatorio en la inscripción.

Los dosieres de inscripción serán clasificados según el mérito, siguiendo el 
procedimiento establecido por ANAPEC para tratar la oferta de empleo
Esta oferta es gratuita.
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ANEXO III

Alojamientos trabajadoras contratadas en origen, 2020 
Imágenes cedidas por Ana Pinto - Jornaleras de Huelva en Lucha
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